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JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 

SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

Expediente judicial: **********/**********. 
Juicio: ordinario civil sobre reconocimiento de 
paternidad. 
Actor: **********. 
Demandados: ********** y ********** y 
**********,**********. 
Resolución: Sentencia definitiva. 

 

Monterrey, Nuevo León, a 27 veintisiete de junio del año 2025 dos mil 
veinticinco. 

 
 

Se dicta sentencia definitiva en la que se declara fundada la acción de 
reconocimiento de paternidad promovida por **********, respecto de la niña **********, 
representada por su tutor provisional el Licenciado **********, en contra de ********** 
y otros. 

 
1.- Glosario. 

 
Actora **********. 

Demandado **********, ********** y **********,**********. 

Niña **********. 

Tutor Licenciado **********. 

Agente del Ministerio 
Público 

Licenciado **********. 

Ley orgánica Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Nuevo León. 

Código procesal Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Nuevo León. 

Código civil Código Civil para el Estado de Nuevo León. 

Constitución Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
En la presente resolución se utiliza un lenguaje sencillo, evitando palabras 

jurídicas, así como la transcripción innecesaria de constancias y párrafos extensos, 

a fin de que la ciudadanía pueda leerla y comprenderla fácilmente1, ello cumpliendo 
con los principios de exhaustividad, congruencia, claridad, motivación y 
fundamentación que rigen las sentencias que refiere el artículo 402 del código 
procesal, así como los diversos 14 y 16 de la Constitución. 

2.- Resultando. 

 
2.1 Demanda. La parte actora solicita en el presente juicio, el reconocimiento 

de paternidad respecto de su hija menor de edad, apoyando su reclamación en los 
hechos que se aprecian en su ocurso, los cuales en obvio de innecesarias 
repeticiones, se tienen por reproducidos como si a la letra se insertaran. 

 
2.2. Trámite. Admitida la demanda, se declaró el estado de minoridad de la 

niña afecta a la causa, designándosele un tutor provisional para los efectos de su 
representación en el presente procedimiento, decretando se le hiciera de su 
conocimiento dicho cargo, el cual fue aceptado y protestado con posterioridad; de 
igual manera, se ordenó el emplazamiento correspondiente a los demandados, 

para efecto de que acudieran a producir su contestación, oponiendo las excepciones 
y defensas de su intención si las tuviere. 

 
Luego, los demandados (********** y **********,**********) fueron llamados a 

juicio en la forma y términos que obran en las diligencias agregadas en autos y en 
su oportunidad únicamente compareció el **********, a dar contestación a la 
demanda en la forma y términos que constan en el escrito contradictorio, del cual 

 

1 Para un análisis detallado, puede consultarse la obra de la Sala Regional Monterrey, Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación. Manual para Elaboración de Sentencias. Justicia Electoral Cercana a la Ciudadanía. Monterrey, Nuevo 

León. Cerro de la Silla Editores, S. A de C.V., 2015 
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se mandó dar vista a la actora, a fin de que formulara su derecho de réplica, sin 
que de autos se advierta que haya comparecido a ejercitar ese derecho. 

 
Ahora bien, y en virtud de que no fue posible realizarse la notificación en el 

domicilio que la actora señalara como del codemandado **********, y habiendo 
quedado previamente acreditado por la accionante el desconocimiento general del 
domicilio de éste, se ordenó el emplazamiento respectivo por medio de la 
publicación de edictos en el periódico "El Porvenir", en el Boletín Judicial del Estado 
y en el Periódico Oficial del Estado, todos que se editan en la Entidad. 

Una vez, efectuadas las publicaciones y transcurrido el término para que el 
demandado compareciera a juicio, formulara su contestación y opusiera sus 
excepciones y defensas, sin haber hecho uso de ese derecho, por auto de fecha 7 
siete de noviembre del año 2023 dos mil veintitrés, se tuvo al señor **********, 
contestando en sentido negativo a la demanda instaurada en su contra. 

 
Así mismo, mediante el auto aludido en el párrafo anterior, se calificaron las 

pruebas aportadas por las partes y se fijó día y hora para la audiencia de pruebas 

y alegatos, misma que se celebró el 4 cuatro de diciembre del año 2023 dos mil 
veintitrés, quedando diferida la misma en virtud de encontrarse pruebas pendientes 
de desahogar, por lo cual una vez agotado el desahogo respectivo, se reanudó y 
concluyó en fecha 7 siete de abril del año en curso. 

 
De igual modo, obra agregada a los autos la opinión del tutor provisional de 

la niña afecta a la causa, así como el parecer dado por el Ciudadano Agente del 
Ministerio Público adscrito a este Juzgado. 

 
Finalmente, agotadas las etapas procesales de rigor, se ordenó dictar la 

sentencia respectiva, la cual ha llegado el momento de pronunciar con apego a 
derecho y; 

 
3.- Considerando. 

 
3.1. Generalidades de las sentencias: De acuerdo a los artículos 14 

Constitucional y 19 del código civil, las controversias judiciales del orden civil 
deberán resolverse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica y que 
a falta de ella se resolverán conforme a los principios generales de derecho. 

 
Los artículos 400, 401, 402 y 403 del código procesal, refieren que las 

sentencias deberán ser claras, precisas y congruentes con las demandas, 
contestaciones, réplicas y dúplicas, así como en su caso, con la reconvención, 
contestación, réplica y dúplica, y con las demás pretensiones deducidas 
oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado, y decidiendo 
todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate, y que cuando éstos 
hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de 
ellos; se ocuparán exclusivamente de las acciones deducidas y de las excepciones 
opuestas, respectivamente, en la demanda y en la contestación, así como de lo 
argumentado en la réplica de ésta última y en la dúplica, y en su caso, en la 
reconvención, en la contestación, en la réplica y en la dúplica.. 

 
3.2. Competencia: Se surte en favor de esta autoridad, dado que se ven 

involucrados directamente derechos de una niña menor de edad, y en virtud de ser 
el tribunal en cuya adscripción tiene asiento el domicilio de éste, lo cual se 
encuentra regulado por los artículos 98, 99, 100 y 111, fracción XV, del código 
procesal y por el numeral 35 de la ley orgánica. 

3.3. Vía: Se estima correcta, esto de acuerdo al artículo 638 del código 
procesal, ya que dispone que las controversias que no tienen señalado tramitación 
especial se ventilarán en juicio ordinario, lo cual se surte en el presente caso. 
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3.4. Carga de la prueba: De conformidad con el artículo 223 del código 
procesal, el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de 

sus excepciones, pero solo cuando la actora pruebe los hechos que son fundamento 
de su demanda, la parte reo estará obligada a la contraprueba que demuestre la 
inexistencia de aquellos, o a probar los hechos que sin excluir el hecho probado por 
la accionante, hayan impedido o extinguido sus efectos jurídicos. 

Por lo cual, se procede al estudio de la acción planteada y las pruebas 
ofrecidas y desahogadas en el presente procedimiento, a efecto de determinar si se 
ha cumplido con la carga de la prueba. 

 
3.5. Planteamiento del caso: En la especie, comparece **********, 

ejerciendo acción de investigación de la filiación y reconocimiento de paternidad 
respecto de la niña **********, en contra de **********, reclamando la declaración legal 

de que el demandado es padre biológico de la niña. 
 

Es pertinente hacer mención que el artículo 952 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado, establece lo siguiente: 

“Todos los problemas inherentes a la familia se consideran de orden público, por constituir 
ésta la base de la integración de la sociedad. Tratándose de menores y de obligaciones 
alimentarias, así como de todos los demás casos del orden familiar, el Juez está obligado a 
suplir la deficiencia de la queja en los planteamientos de hecho y de derecho y demás aspectos 
de la demanda y de otras promociones legales y a velar por el interés superior de menores o 
incapacitados.” 

 

Considerando que en el caso se trata una cuestión relacionada con los 
derechos y obligaciones inherentes al orden familiar, en el dictado de la sentencia 
del presente juicio, se suplirán las deficiencias de hecho o de derecho en el 
planteamiento de la demanda y de otras promociones legales; únicamente en caso 
de que en el procedimiento haya deficiencias que afecten el contexto de la familia 
trascendiendo a sus miembros. 

3.6. Fondo del procedimiento: Expuesto en estos términos el panorama 
procesal, esta autoridad procede a efectuar el análisis correspondiente al caso 
justiciable, siendo oportuno, por sindéresis jurídica dejar establecido el contenido de 
los numerales 381 Bis y 389 del Código Civil vigente en el Estado de Nuevo León, 
los cuales disponen: 

 
“Artículo 381 Bis.- La paternidad y la maternidad pueden probarse por cualquiera de los 
medios ordinarios. Para estos efectos, la prueba del ADN, prueba biológica molecular de la 
caracterización del ácido desoxirribonucleico de las células, realizada por instituciones que 
cumplan con los requisitos establecidos por la Secretaría de Salud del Estado para efectuar 
este tipo de pruebas, tendrá validez plena. Si se propusiera esta prueba y el presunto 
progenitor no asistiere a la práctica de la prueba o se negare a proporcionar la muestra 
necesaria, se presumirá la filiación, salvo prueba en contrario.” 

“Art. 389.- El hijo reconocido por el padre, por la madre, o por ambos, tiene derecho: 

I.- A llevar el apellido del que lo reconoce; 
II.- A ser alimentado por éste; 
III.- A percibir la porción hereditaria y los alimentos que fije la ley.” 

 

 

3.7. Estudio de la acción. La parte actora ********** ejerce la acción sobre 
reconocimiento de paternidad, en contra del demandado **********, respecto de la 
niña **********, apoyándose en los hechos que describe en su demanda, mismos 

que se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran a fin de evitar 
innecesarias trascripciones, pero que esencialmente se hacen consistir en que tuvo 
una relación que el demandado**********, con quien procreó una hija la cual 
responde al nombre de **********, y en virtud de que el demandado no reconoció a 

la misma, la actora se vio en la necesidad de promover el acto prejudicial sobre 
investigación de filiación, ante este mismo juzgado dentro del expediente judicial 
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*******/*******, en el cual se declaró mediante proveído de fecha 30 treinta de junio 
del año 2022 dos mil veintidós, que operaba la presunción de filiación del 
señor 
**********, con respecto a la menor **********. 

3.7.1. Pruebas: A fin de cumplir con la carga probatoria que le corresponde, 
la accionante ofreció en primer lugar la certificación del acta de nacimiento de la 
niña **********, la cual obra asentada en su original bajo el acta número **********, 

libro **********, de fecha **********de**********del**********, levantada por el Oficial 
********** del Registro Civil de **********, Nuevo León, de la cual se advierte que la 
niña nació el ********** de ********** de **********, y que compareció a su registro 
únicamente su madre, **********. 

 
Tal instrumental pública tiene valor probatorio pleno atento a lo dispuesto 

en los artículos 239, fracción II, 287 fracción IV, 289, 369 y 370 del Código de 
Procedimientos Civiles en vigor, toda vez que la misma fue expedida por funcionario 
dotado de fe y autorizado para ello, teniéndose por acreditado que la niña **********, 

nació en fecha ********** de ********** del ********** y únicamente fue registrada por 
su madre, por lo cual no cuenta con filiación paterna. 

 
Por otra parte, acompañó copia certificada por la Secretaría de la Unidad de 

Asistencia Procesal Administrativa, del expediente **********/**********, relativo al 
acto prejudicial sobre investigación de filiación promovido por **********respecto de 
**********; documental a la cual se le concede valor probatorio pleno, al tenor de lo 
dispuesto por los artículos 239 fracción II, 287 fracción VIII y 369 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado, para tener por comprobado que en el citado 
procedimiento previamente promovido por la parte actora, mediante auto de fecha 
30 treinta de junio del año 2022 dos mil veintidós, se declaró que operaba la 
presunción legal de paternidad del señor **********, respecto de la niña **********, en 
virtud de que éste, no acudió a la práctica de la prueba biológica molecular de la 
caracterización del ácido desoxirribonucleico de las células (ADN). 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis cuyo rubro y texto enseguida se transcriben a la 
letra: 

JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. LA NEGATIVA DEL DEMANDADO DE 
COMPARECER AL DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA 
(ADN), GENERA LA PRESUNCIÓN DE LA FILIACIÓN CONTROVERTIDA, SALVO 
PRUEBA EN CONTRARIO. Hechos: En un juicio ordinario civil de reconocimiento de 
paternidad se dictó un auto en el que se ordenó girar oficio para que se presentara al 
demandado por medio de la fuerza pública al juzgado del conocimiento, con el 
apercibimiento que, de no hacerlo, operaría la figura de la presunción de la filiación; contra 
dicha determinación se promovió juicio de amparo indirecto en el que el Juez de Distrito 
concedió la protección constitucional para el efecto de que el Juez responsable dejara 
insubsistente el acuerdo reclamado y modificara la medida de apremio de auxilio de la fuerza 
pública para, en su lugar, aplicar la presunción de la filiación. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la negativa del 
demandado en un juicio de reconocimiento de paternidad, de comparecer al desahogo de la 
prueba pericial en materia de genética molecular de ácido desoxirribonucleico (ADN), para 
investigar la filiación de un menor de edad, implica que al no podérsele coaccionar a 
proporcionar el material genético necesario para que se practiquen los estudios respectivos, 
se genere la presunción de la filiación controvertida, aun cuando no exista legislación que 
prevea dicho supuesto, lo que encuentra su finalidad en el derecho a la identidad del menor 
de edad involucrado. 
Justificación: Lo anterior, porque de conformidad con los artículos 7 y 8 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, así como 13, fracción III, 19, 20 y 21 de la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, debe preservarse la identidad de las niñas, niños 
y adolescentes, incluidos el nombre, la nacionalidad y su pertenencia cultural, así como sus 
relaciones familiares, con lo que, a su vez, se impone como obligación a las autoridades 
federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptar las medidas 
necesarias para garantizar estos derechos sin discriminación de ningún tipo o condición; de 
ahí que el derecho a la identidad, en la vertiente específica de búsqueda de la verdad 
biológica corresponde, en principio, al menor de edad y no a los padres. Por lo que se 
concluye que ante la negativa del presunto ascendiente, al no atender los requerimientos de 
la autoridad responsable, a fin de comparecer a juicio al desahogo de la prueba pericial en 
materia de genética, opere la presunción de la filiación, aun cuando no exista legislación que 
prevea dicho supuesto, salvo prueba o derecho en contrario pues, considerarlo de otra 
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manera conlleva dejar el interés superior del niño a merced de la voluntad del presunto 
progenitor y no se respetaría el derecho fundamental a conocer su identidad.2 

 

Con relación a la testimonial, la misma fue desechada mediante el auto de 

fecha 7 siete de noviembre del año 2023 dos mil veintitrés, en virtud de que la 
oferente no acompañó el interrogatorio correspondiente, ello de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 329 del Código Procesal. 

 
Así pues, toda vez que no existe probanza pendiente de estudio que fuera 

ofrecida por la parte demandante, se considera que cumple con la carga procesal 
que le impone el artículo 223 del Código de Procedimientos Civiles vigente, toda 
vez que demuestra con el material probatorio valorado en párrafos precedentes, 
que efectivamente **********, es el padre biológico de la niña **********, toda vez que 
ello se demuestra mediante la presunción legal declarada en favor de la menor en 
tal sentido mediante proveído de fecha 30 treinta de junio del año 2022 dos mil 
veintidós, dictado dentro del expediente **********relativo al acto prejudicial sobre 
investigación de la filiación, promovido por la actora, respecto del demandado, toda 
vez que el referido demandado no acudió a la práctica de la prueba biológica 
molecular del estudio del ADN, por lo que en términos de lo establecido por el 
artículo 190 bis V del código procesal civil, dio lugar a que operara dicha presunción, 
misma que prevalece hasta en tanto no sea desvirtuada. 

 
Por   otro   lado,   se   ofrecieron   también   como   prueba 

las presunciones y actuaciones judiciales, a las cuales se les concede valor 

probatorio pleno de conformidad con lo establecido por los artículos 369 y 383 del 
código procesal, toda vez que en su conjunto dichas probanzas crean convicción 
respecto a que el padre de la niña afecta a la causa es el demandado, ello se 
encuentra acreditado por medio de presunción legal derivada de la incomparecencia 
del demandado al desahogo del análisis de ADN ante el Departamento de Genética 
del **********, que el demandado es el padre biológico de la referida niña. 

 
Empero, antes que la suscrita jurisprudente efectúe declaratoria alguna 

respecto de la suerte a seguir del presente fallo, en cumplimiento de lo preceptuado 
por el artículo 403 del Código de Procedimientos, en el sentido de que la sentencia 
se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y de las excepciones 
opuestas, es el turno de analizar si el demandado opuso excepción o defensa 
alguna que pueda destruir o tornar ineficaz la acción planteada en su contra. 

 
3.8.- Derecho de Contradicción.- Cabe recalcar que los demandados 

**********y el **********, fueron omisos en dar contestación a la demanda instaurada 
en su contra y por tal razón no se ofreció excepción o defensa alguna, por lo que 
los mismos no desvirtúan la acción acreditada por la actora. 

 
En lo que respecta al ********** se advierte que no opuso excepciones para 

desvirtuar los hechos de la acción interpuesta en su contra, pues únicamente 
informó que se encuentra inscrita para el archivo respectivo el acta del Registro Civil 
relativa al nacimiento de la niña **********, anexando copia certificada de la misma. 

 
3.8. 1. Opinión del tutor y Parecer del Ministerio Publico. Asimismo, es de 

considerarse la opinión del licenciado **********, tutor provisional de la niña afecta 
a la causa, quien expresó, lo siguiente: 

“UNICO:- Que por medio del presente escrito ocurro a fin de emitir la opinión y 
expresar lo que a los intereses de mi pupilo (s) convenga (n), el compareciente opina 
que se tomen en cuenta las pruebas desahogadas y de la misma manera resuelva 
conforme a las actuaciones dentro del presente procedimiento, solicitando sea 
siempre observado que no se vean afectados los derechos e intereses del (los) 
menor (es) procreado (s), velando siempre que se salvaguarden el interés superior 

 

2 Registro digital: 2029123 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Undécima Época Materias(s): Civil 

Tesis: (IV Región)2o.4 C (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 39, Julio de 2024, 

Tomo I, Volumen 2, página 1881 Tipo: Aislada 
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del niño y así como los derechos de los niños y de la misma forma sus garantías 
individuales consagradas la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°de la Convención de 
los Derechos del niño, así como lo establecido en Ley reglamentaria del párrafo 
tercero del Artículo Tercero de la Constitución Estatal.” 

 

Tampoco pasa inadvertido el parecer emitido por el ciudadano Agente del 
Ministerio Público, mediante pedimento número **********/**********, recibido el día 

23 veintitrés de abril del año en curso, expresando lo siguiente: 
“Por medio del presente escrito ocurro a desahogar la vista ordenada, por lo que 
ésta Autoridad reitera el conocimiento del Auto dictado por su Señoría, Y en el 
momento procesal oportuno se dicte la sentencia conforme a derecho corresponda, 
así mismo su señoría se le solicita atentamente se privilegie siempre el interés 
superior de la menor, atendiendo a las circunstancias del caso, en concordancia con 
el artículo 4° de nuestra constitución federal, los artículos, 902, 905, 939, 952 del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en la entidad.” 

 

3.8.2 Declaración. En tales condiciones, este órgano jurisdiccional tiene a 
bien declarar fundada la acción de investigación de la filiación y reconocimiento de 
paternidad, promovida por **********, en contra de **********, respecto de la niña 
**********, representada por su tutor provisional, el licenciado **********, dado que se 

demostraron los extremos planteados por la demandante; asunto tramitado bajo el 
expediente **********/**********. 

 
3.9. Efectos del fallo: Aunado a lo anteriormente señalado, la niña **********, 

tiene derecho a una identidad y a conocer con certeza quiénes son sus progenitores 
y a ser cuidada por ellos, pues esto constituye un principio de orden público que es 
parte del núcleo esencial del derecho fundamental a la personalidad jurídica, 
máxime que es patente el deseo de la menor en conocer su verdadero origen pues 
así lo expreso al hacer valer su derecho de participación. Sirviendo de apoyo a lo 
anterior el siguiente criterio jurisprudencial, mismo que a la letra señala: 

DERECHO A LA IDENTIDAD DE LOS MENORES. SU CONTENIDO. El artículo 7 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por el Estado Mexicano y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991) dispone que el niño tiene derecho 
desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida de lo posible a 
conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. En concordancia con lo anterior y conforme al 
numeral 3 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (de 
orden público, interés social y observancia obligatoria para toda la República), son principios 
rectores de la protección de los menores, entre otros, el del interés superior de la infancia y el 
de la tutela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las garantías constitucionales. 
En ese tenor, el artículo 22 de dicha Ley establece el derecho a la identidad, el cual se 
compone por el derecho a tener un nombre y los apellidos de los padres desde que nazca, a 
tener una nacionalidad y a conocer su filiación y su origen, salvo en el caso que las leyes lo 
prohíban. Así, el hecho de que el menor tenga la certeza de quién es su progenitor, constituye 
un principio de orden público que es parte del núcleo esencial del derecho fundamental a la 
personalidad jurídica, cuya importancia no sólo radica en la posibilidad de solicitar y recibir 
información sobre su origen, la identidad de sus padres y el conocimiento de su origen 
genético, sino que a partir de esos elementos puede derivarse, por una parte, su derecho a 
tener una nacionalidad y, por otra, el derecho a que sus ascendientes satisfagan sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento, para su desarrollo pleno 
e integral. Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Vázquez. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.3 

 

En esa tesitura, y en relación a lo que pide la demandante, se declara que 
**********, es el padre biológico de la niña que actualmente lleva por nombre********** 
En virtud de lo anterior, a juicio de la que ahora resuelve, se surte la hipótesis 
contenida los artículos 25 bis IV, 25 bis V y 25 bis VII, fracción IV, del Código Civil 
del Estado, consistente en la modificación del acta de nacimiento de la mencionada 
niña, dado que lo procedente es incluir lo relativo a su apellido paterno y el nombre 
del padre, toda vez que en autos quedó demostrado que la paternidad corresponde 
al demandado. 

 

3 Novena Época. Registro: 172050. Instancia: Primera Sala. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. XXVI, Julio de 2007. Materia(s): Civil. Tesis: 1a. CXLII/2007. Página: 260. 
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Consecuentemente, se declara la modificación del acta de nacimiento de la 
menor**********, para el efecto de que se asiente como nombre de su padre el de 

**********, consiguientemente deberán variarse el apellido de la registrada (**********) 
para establecer como apellido paterno ********** y como su apellido materno 
**********, quedando como nombre de la menor el de**********, (atendiendo a lo 
dispuesto por el artículo 25 Bis I del Código Civil en vigor en la Entidad); asimismo, 
se asiente como nombre de sus abuelos paternos **********y **********. 

En el entendido de que las demás circunstancias consignadas en dicha acta 
son correctas y deberán prevalecer y que los datos de la referida partida de 
nacimiento son los siguientes: Acta número **********, libro **********, de fecha 
**********de**********del**********, levantada por el Oficial ********** del Registro Civil 
con residencia en **********, Nuevo León. 

 
Así pues y a fin de dar cumplimiento a lo ordenado en el párrafo que 

antecede, una vez que cause ejecutoria el presente fallo, gírese atento oficio al 
Oficial ********** del Registro Civil con residencial en el municipio de **********, 
Nuevo León y al **********, a efecto de que se proceda con la modificación del acta 
de nacimiento de la menor**********, en los términos antes indicados. 

 
En la inteligencia de que al oficio de referencia deberá acompañarse copia 

certificada de la presente sentencia, así como del auto o en su caso de la resolución 
que la declare ejecutoriada. 

 
Por otro lado, tomando en cuenta que en el presente caso se ha decretado 

el reconocimiento de paternidad del demandado sobre la niña **********, y tomando 

en consideración que esta, siempre ha vivido a lado de su madre la parte actora, 
se determina que la guarda y custodia de dicha niña, seguirá de la forma en que 
actualmente se viene dando; es decir, la niña afecta a la causa, continuará bajo la 
guarda y custodia de su madre, la parte actora del presente juicio, ello de 

conformidad con los artículos 380, 381 y 417 bis del Código Civil. 
 

4. Pensión Alimenticia. Tomando en cuenta que la parte actora al momento 
de formular su demanda de reconocimiento de paternidad, también hace la 
reclamación del pago de una pensión alimenticia a favor de su hija menor de edad, 
motivo por el cual esta autoridad de conformidad con lo dispuesto por el artículo 952 
del Código Procesal Civil del Estado y al encontrarse inmersos derechos de una 
menor de edad, tiene a bien entrar a analizar dicho concepto de reclamación. 

 
Sirviendo de sustento a lo anterior el siguiente criterio jurisprudencial, 

sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto 
enseguida se transcriben: 

ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR DE PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE 
ELLOS, AL DICTAR SENTENCIA EN CUALQUIER INSTANCIA, AUN CUANDO NO SE 

HUBIESEN SOLICITADO EN VÍA DE EXCEPCIÓN O RECONVENCIÓN. En los asuntos 
del ámbito familiar, tanto el Juez de primer grado como la ad quem, están 
facultados para pronunciarse de oficio y proveer en la sentencia de divorcio 
y declaración de custodia de menores, sobre los alimentos de éstos, así como 
de suplir en su favor la deficiencia de sus planteamientos, porque es 
imprescindible y de suma preferencia que en la sentencia que resuelva la 
situación que van a guardar dichos menores, se decida lo relativo a su 
derecho de recibir alimentos, no siendo óbice a lo anterior, la circunstancia 
de que no se hubiesen solicitado en vía de excepción al contestar la demanda 
o reconvenido su pago, toda vez que es de explorado derecho que la figura 
jurídica de los alimentos es una cuestión de orden público y de urgente 
necesidad, que quedaría sin satisfacerse plenamente si se obligara a los 
acreedores a ejercitar una nueva acción para obtenerlos.4 

 

4 
Registro digital: 179681 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: I.6o.C. J/47 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Enero de 2005, página 1483 Tipo: Jurisprudencia 
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4.1. Planteamiento del caso. La parte actora demanda la fijación de una 

pensión alimenticia provisional y posteriormente definitiva, a favor de la niña 
**********, así como retroactiva desde su nacimiento, suficiente para satisfacer sus 
necesidades personales, derivado del reconocimiento de paternidad que 
promoviera como acción principal y en el cual obtuvo sentencia favorable. 

4.1.1. Fijación de la litis. De acuerdo a lo antes señalado, la litis se centra 

en la cuestión de alimentos, por lo que es menester remitirnos al contenido del 
artículo 1068 del Código de Procedimientos, que establece que para decretar 
alimentos a favor de quien tenga derecho a exigirlos, es necesario que se cumplan 
2 dos requisitos, a saber: 

I. Que se acredite el título en cuya virtud se piden; 

II. Que se justifique, al menos aproximadamente, la capacidad económica del que 
deba darlos. 

 

Así también, el citado numeral dispone que el que exige los alimentos, tiene 
a su favor la presunción de necesitarlos y, por consiguiente, no requiere prueba. 

 
Entonces, la litis se centra en determinar si se acreditan los elementos de 

la acción de alimentos y, en su caso, si la parte demandada justifica sus 
excepciones y defensas. 

 
Aclaración hecha que el numeral 223 del Código de Procedimientos 

establece que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción, y el 
reo los de sus excepciones; pero sólo cuando el actor pruebe los hechos que son 

el fundamento de su demanda, el reo está obligado a la contraprueba que 
demuestre la inexistencia de aquellos, o a probar los hechos que sin excluir el hecho 
probado por el actor, impidieron o extinguieron sus efectos jurídicos. 

 
4.1.2. Título en cuya virtud se piden los alimentos. Para acreditar el 

primero de los elementos citados, señala que después de una relación con su 
antagonista, en fecha ******* de ******* del año *******, nació la niña **********, a 

quien registró como madre soltera en virtud de la negativa del padre biológico a 
reconocerla, por lo que se vio en la necesidad de promover el juicio ordinario civil sobre 
reconocimiento de paternidad, que ahora se resuelve, en el cual en párrafos superiores 
se tiene por acreditada la acción y se establece que 
**********, es el padre biológico de la niña que actualmente lleva por 
nombre**********, estableciéndose además que la obligación alimentaría de la parte 
demandada respecto de la niña **********, se retrotrae hasta la fecha del nacimiento 

de ésta. 
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la tesis cuyo rubro y texto enseguida se transcriben: 

PENSIÓN ALIMENTICIA. CUANDO SE DEMANDA EL RECONOCIMIENTO DE 
PATERNIDAD, SU PAGO DEBE SER RETROACTIVO A LA FECHA DE NACIMIENTO 
DEL MENOR DE EDAD, EN ATENCIÓN A LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SONORA). Hechos: Se instó en la 

vía ordinaria civil la acción de investigación de paternidad, el Juez de lo familiar ordenó 
emplazar al demandado y decretó la pensión provisional de alimentos contra éste. 
Desahogadas las pruebas ofrecidas por los contendientes, el Juez dictó sentencia en el 
sentido de declarar procedente la acción deducida. Dicha sentencia fue apelada por el 
demandado; el tribunal de alzada confirmó la parte de la sentencia en la que se le condenó 
al pago de alimentos retroactivos a partir del nacimiento de los menores de edad y modificó 
diversos aspectos. Determinación que fue materia del juicio de amparo directo. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se demande el 
reconocimiento de paternidad, el pago de la pensión alimenticia debe ser retroactivo a la 
fecha de nacimiento del menor de edad, en atención a los principios de igualdad y no 
discriminación. 
Justificación: Lo anterior, porque la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2293/2013, del que derivó la tesis aislada 
1a. LXXXVII/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ALIMENTOS. LA PENSIÓN ALIMENTICIA 
DERIVADA DE UNA SENTENCIA DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD DEBE SER 
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RETROACTIVA AL MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR.", se pronunció sobre el 
momento a partir del cual se generaba el derecho al pago de la pensión alimenticia; dicho 
análisis se basó en lo previsto en los artículos 18 y 19 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Sonora, a la luz de los principios de interés superior del menor de edad y 
de igualdad y no discriminación, y concluyó que el pago de los alimentos se retrotrae al 
momento del nacimiento de los menores de edad, con independencia del origen de su 
filiación; esto es, el derecho de alimentos de los hijos nacidos fuera de matrimonio es el 
mismo que el de los nacidos dentro de éste, en virtud de que es del hecho de la paternidad 
o la maternidad y no del matrimonio, de donde deriva la obligación alimentaria de los 
progenitores. En esa medida, la existencia del nexo biológico es el fundamento del derecho 
alimentario y no el reclamo judicial. En las propias consideraciones de la sentencia dictada 
por el Máximo Tribunal del País se advierte que aun cuando el pago de alimentos debe 
retrotraerse al momento del nacimiento del menor, el quántum debe ser modulado por el 
Juez y realizar un análisis de ponderación que le permita tener las bases necesarias para 
que dicho monto –retroactivo– sea razonable y no llegue al extremo de ser abusivo; de ahí 
que en el supuesto en que se dilucide el pago de alimentos derivado de la acción de 
reconocimiento de paternidad, debe tomarse en cuenta en cada caso concreto, no sólo la 
capacidad económica del deudor alimentario sino, además: a) si existió o no conocimiento 
previo de la paternidad y b) la buena o mala fe procesal del deudor alimentario.5 

 

En virtud de lo anterior, el primero de los elementos (Título) se prueba 
con la certificación relativa al nacimiento de la niña **********, misma que tiene valor 

probatorio pleno, así como, con lo asentado en la presente sentencia en los párrafos 
aludidos anteriormente, para tener por demostrado el vínculo filial que une al 
demandado con la niña en comento, de ahí el derecho para reclamar una pensión 
alimenticia, ello de conformidad con los artículos 239 fracción II, 287 fracción IV, 
369 y 1068 fracción I del Código de Procedimientos, así como 164 y 303 del Código 
Civil del Estado. 

 
4.1.3. Capacidad económica de la parte demandada (al menos 

aproximadamente). Por otro lado, para demostrar el segundo de los elementos 
necesarios para la procedencia de la acción de alimentos, la parte actora manifestó 

que su antagonista es propietario de diversas empresas relacionadas con la 
industria, además se da el lujo de viajes, compra atuendos de marcas de prestigios, 
así como automóviles de lujo, como lo son: un ********** ******* con un costo 
aproximado de $2,500,000.00 (dos millones quinientos mil pesos 00/100 Moneda 
Nacional); un ********** ******* con un costo aproximado de $700,000.00 
(setecientos mil pesos 00/100 Moneda Nacional); un **********Híbrido ******* con 
un costo aproximado de $800,000.00 (ochocientos mil pesos 00/100 Moneda 
Nacional), una 
**********Híbrida *******, con un costo aproximado de $1,000,000.00 (un millón de 
pesos 00/100 Moneda Nacional); una **********y otra **********, las dos con un costo 
aproximado de $1,500,000.00 (un millón quinientos mil pesos 00/100 Moneda 
Nacional). 

Así mismo, refirió que también es dueño de varias propiedades, como una 
casa ubicada en la calle **********, número **********, en la colonia ********** Sector 
en *******, Nuevo León, con un valor aproximado de $23,500,000.00 (veintitrés 
millones quinientos mil pesos 00/100 Moneda Nacional); y una quinta ubicada en la 
calle ********** número **********, en la colonia **********en *******, Nuevo León, con 
un valor aproximado de $2,500,000.00 (dos millones quinientos mil pesos 00/100 
Moneda Nacional). Además del demandado cuenta con diversas tarjetas de débito 
y crédito en distintas instituciones bancarias, con las cuales realiza todas sus 
compras. 

 
Para acreditar lo anterior ofreció como pruebas de su intención las 

siguientes: 

 

 Confesional por posiciones y declaración de parte; sin embargo, 
tomando en consideración que el demandado fue emplazado por medio de 
edictos, dichos medios de prueba no fueron admitidos, ello se advierte del 

 

5 Registro digital: 2024388 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Undécima Época Materias(s): Civil 

Tesis: V.3o.C.T.4 C (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Abril de 2022, 

Tomo IV, página 2789 Tipo: Aislada 



*JF010060195 19* 
JF010060195719 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 

SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

mismo proveído señalado en el párrafo anterior, lo anterior de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 264 del Código Procesal. 

 Documental consistente en copia simple de 3 tres folios correspondientes a 
la constitución de tres sociedades y de 20 veinte fotografías, mismas que 
carecen de valor probatorio en virtud de haber sido acompañadas en copia 
simple, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 383 del Código 
Procesal. 

 Documental vía informe solicitada al Instituto Registral y Catastral en el 
Estado de Nuevo León, mismo que se recibió el día 7 siete de diciembre del 
año 2023 dos mil veintitrés, en donde indica que aparecieron las siguientes 
propiedades a nombre del demandado las siguientes: 

 

En cuanto a las personas morales **********, S.A. de C.V., **********, S.A. de C.V. y/o 
**********, S.A. de C.V., no se localizó registro de alguna propiedad a su favor. 

Asimismo, al realizarse una consulta en la Base de Datos de Comercio de la 
Secretaría de Economía, se localizó lo siguiente: 

 **********, S.A. de C.V., registrada bajo el folio mercantil electrónico número 
**********. Al tener a la vista el folio en comento, es de observarse que, el C. 
**********con fecha de nacimiento ********** de **********de ********, cuenta con 
participación en la referida sociedad mercantil. 

 **********, S.A. de C.V., registrada bajo el folio mercantil electrónico número 
**********. Al tener a la vista el folio en comento, es de observarse que, el C. 
**********con fecha de nacimiento **********de **********de *******, cuenta con 
participación en la referida sociedad mercantil. 

 En cuanto a la persona moral **********, S.A. de C.V., no se localizó su registro 
ante esta dependencia. 

 

 Documental en vía de informe solicitada al Instituto de Control Vehicular en 
el Estado de Nuevo León, misma que fue rendida el día 16 dieciséis de 
noviembre del año 2023 dos mil veintitrés, en el que se informa que se 
encontraron los siguientes vehículos registrados a nombre del demandado: 
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Cabe mencionar que no se localizaron registros de vehículos a favor de: 
**********, SA DE CV y **********, S. A. DE C.V. 

 Documental vía oficio dirigida a la siguiente Institución Bancaria: 
 BANCO **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE ********** 

GRUPO FINANCIERO; recibiéndose la información los días 23 veintitrés 
de septiembre y 21 veintiuno de noviembre del año 2024 dos mil 
veinticuatro, a través de los escritos firmados por su apodero legal, 
mediante los cuales refirió que el señor **********, tiene aperturadas las 
cuentas bancarias **********y **********, remitiéndose copia simple de 
estado de cuenta a través de diverso oficio recibido el día 15 quince de 
octubre del año 2024 dos mil veinticuatro. Igualmente, la persona moral 
**********para **********, S. A. de C. V.; tenía en dicha institución bancaria 
dos cuentas, mismas que fueron canceladas durante el mes de mayo del 
año en curso. Así mismo, en lo que respecta a la persona moral ********** 
**********S. A. de C. V., refiere que la misma tiene aperturadas en dicha 
institución bancaria cuenta de cheques **********y **********, remitiéndose 
copia simple de estado de cuenta a través de diverso oficio recibido el día 
22 veintidós de noviembre del año 2024 dos mil veinticuatro. Finalmente, 
en relación a la persona moral **********S. A. de C. V., indicó que no tiene 
ninguna cuenta aperturada ante dicha institución bancaria. 

 
Documentales las anteriores a las cuales se les otorga valor probatorio de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 239 fracciones II y III, 287, 290, 297 
369, 370 y 373 del Código Procesal, con las cuales se acredita la capacidad 
económica del demandado, pues se puede advertir de las mismas, que es 
propietario o copropietario de 5 cinco bienes inmuebles y tiene 9 nueve vehículos 
registrados a su nombre; así como, que el mismo cuenta con participación dentro 
de las empresas **********, S.A. de C.V., registrada bajo el folio mercantil electrónico 
número **********, y **********, S.A. de C.V.; así como, que la empresa **********, S.A. 
de C.V., cuenta con un vehículo registrado; así mismo, tiene aperturadas ante el 
BANCO **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE ********** GRUPO 
FINANCIERO, las cuentas bancarias **********de la que se advierte del estado de 
cuenta correspondiente al mes de septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro un 
saldo actual de $80,373.98 (ochenta mil trescientos setenta y tres pesos 98/100 
Moneda Nacional) y un saldo promedio de $94,153.98 (noventa y cuatro mil ciento 
cincuenta y tres 98/100 Moneda Nacional) y en la cuenta ********** se advierte del 
estado de cuenta correspondiente al mes de septiembre del año 2024 dos mil 
veinticuatro un saldo actual de $159,608.34 (ciento cincuenta y nueve mil 
seiscientos ocho pesos 34/100 Moneda Nacional) y un saldo promedio de 
$609,928.39 (seiscientos nueve mil novecientos veintiocho 39/100 Moneda 
Nacional). Así mismo, en lo que respecta a la persona moral ********** **********. 
A. de C. V., refiere que la misma tiene aperturadas en dicha institución bancaria 
cuenta de cheques **********de la cual se advierte del estado de cuenta 
correspondiente al mes de septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro un saldo 
actual de $891,859.28 (ochocientos noventa y un mil ochocientos cincuenta y nueve 
pesos 28/100 Moneda Nacional) y un saldo promedio de $2,090,387.69 (dos 
millones noventa mil trescientos ochenta y siete pesos 69/100 Moneda Nacional) y 
de la cuenta **********, se advierte del estado de cuenta correspondiente al mes de 
septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro un saldo actual de $500.00 (quinientos 
pesos 00/100 Moneda Nacional) y un saldo promedio de $4,394.80 (cuatro mil 
trecientos noventa y cuatro pesos 80/100 Moneda Nacional). 

Por tal motivo, puede hacer frente tanto a sus necesidades alimenticias como 
a las de su menor hija, de conformidad con los artículos 223, 239 fracción VIII, 355, 
356, 357, 358, 359 y 387 del Código de Procedimientos Civiles y 311 del Código 
Civil, en correlación con el criterio cuyo rubro y letra enseguida se transcriben: 
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ALIMENTOS. LA CAPACIDAD DEL DEUDOR PARA SUMINISTRARLOS 
NO TIENE UNA CONNOTACIÓN ESTRICTAMENTE ECONÓMICA. La 

capacidad del deudor de alimentos para proporcionarlos, como elemento de esta acción, no 
tiene una connotación estrictamente pecuniaria, sino más bien está referida a la aptitud, 
posibilidad o talento de todo sujeto para trabajar y generar riqueza; por tanto, si se trata de 
una persona capaz de emplearse en alguna actividad, aun cuando con motivo de ella no 
cuente con ingresos fijos, o no tenga un caudal o hacienda determinados para hacer frente 
a sus obligaciones en esta materia, debe cubrir las necesidades de sus acreedores, pues de 
lo contrario, se llegaría al extremo de que a fin de evadir su responsabilidad se declarara 
insolvente, o bien, ocultara sus ingresos. De esta manera, si la prueba de la capacidad de 
que se trata se obtiene del hecho de que el deudor es propietario o copropietario de 
determinado bien mueble o inmueble, poco importa si el mismo lo tiene o no en posesión o, 
incluso, si éste le reporta alguna renta, ya que lo que se obtiene de tal circunstancia es que 
se trata de una persona con aptitudes, talento y cualidades para ocuparse en algo y, que 
con motivo de ello puede generar recursos económicos, lo que, en todo caso, le permite dar 

sustento a su familia.6 

 

Así, se estima probado el segundo elemento de la acción de cuenta, esto es, 
la capacidad económica del demandado. 

Así mismo, obran agregados en autos los siguientes informes rendidos por: 

 Administradora Desconcentrada de Servicios al Contribuyente de Nuevo 
León “1”, recibido el día 21 veintiuno de septiembre del año 2022 dos mil 
veintidós, y 22 veintidós de abril del año 2024 dos mil veinticuatro. 

 Administradora Desconcentrada de Servicios al Contribuyente de Nuevo 
León “3”, recibido el día 19 diecinueve de septiembre del año 2022 dos mil 
veintidós, y 12 doce de abril del año 2024 dos mil veinticuatro. 

 Administradora Desconcentrada de Servicios al Contribuyente de Nuevo 
León “2”, recibido el día 20 veinte de septiembre del año 2022 dos mil 
veintidós, y 15 quince de abril del año 2024 dos mil veinticuatro 

 Administradora Desconcentrada de Recaudación de Nuevo León “1”, 
recibido el día 25 veinticinco de noviembre del año 2022 dos mil veintidós. 

 Administradora Desconcentrada de Recaudación de Nuevo León “2”, 
recibido el día 13 trece de diciembre del año 2022 dos mil veintidós y 3 tres 
de enero del 2023 dos mil veintitrés. 

 BANCO **********S. A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO 

FINANCIERO **********; recibido el día 7 siete de noviembre del año 2024 
dos mil veinticuatro. 

 BANCA **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, ********** 
GRUPO FINANCIERO; recibido los días 8 ocho de julio y 5 cinco de 
septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro. 

 BANCO ********** S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO 
FINANCIERO **********; recibido el día 28 veintiocho de junio del año 2024 
dos mil veinticuatro. 

 BANCO **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE; recibido los 
días 9 nueve de julio y 20 veinte de septiembre del año 2024 dos mil 
veinticuatro. 

 BANCO **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO 

FINANCIERO **********, recibido el día 15 quince de enero del año 2024 dos 
mil veinticuatro. 

 **********, S.A.; recibido los días 7 siete de diciembre del año 2023 dos mil 
veintitrés y 12 doce de marzo del año 2024 dos mil veinticuatro. 

 **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO 
**********; recibido los días 23 veintitrés de noviembre del año 2023 dos mil 
veintitrés y 5 cinco de marzo del año 2024 dos mil veinticuatro. 

 BANCO **********, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, ********** 
GRUPO FINANCIERO; recibido el día 2 dos de julio del año 2024 dos mil 
veinticuatro. 

 

 

6 Registro digital: 175157 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: 
VI.2o.C.489 C Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 
1674 Tipo: Aislada 
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 BANCO ********** S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO 
FINANCIERO **********; recibido el día 3 tres de abril del año 2024 dos mil 
veinticuatro. 

Documentales que si bien merecen valor probatorio en los términos de lo 
dispuesto por los artículos 239 fracciones II y III, 287, 290, 297, 369, 370 y 373 del 
Código Procesal, también lo es, que de los mismos no se advierte información 
alguna, con la cual se justifique la capacidad económica del demandado. 

 
Ahora bien, en lo que respecta a los informes solicitados a BANCO 

**********INTEGRANTE DEL GRUPO FINANCIERO **********; **********S.A. 
INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO **********; y BANCO 
********** S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO 
**********, se advierte del proveído dictado en fecha 14 catorce de marzo del 
presente año, que la oferente se desistió de dichas documentales. 

 
4.1.4. Cabe referir que en relación a la necesidad de la acreedora 

alimentista, la misma tiene a su favor la presunción legal de necesitar los alimentos 
que se reclaman, al ser, menor de edad, acorde a los numerales 1068 y 1069 del 
Código de Procedimientos Civiles y 321 Bis del Código Civil. 

 
4.2. Estudio de la oposición. De lo antes expuesto, se concluye que la parte 

actora ha demostrado los extremos indispensables para la procedencia de la acción 

intentada, sólo que, antes de que la suscrita juez efectúe declaratoria alguna 
respecto a la suerte a seguir del presente fallo, en cumplimiento de lo preceptuado 
por el artículo 403 del Código de Procedimientos, es el turno de analizar si la parte 
demandada opuso excepción o defensa alguna que pueda destruir o tornar ineficaz 

la acción planteada en su contra. 
 

En ese tenor, tenemos que el demandado fue omiso en ejercitar su derecho 
de contradicción, pues como se advierte de las actuaciones que integran el presente 
expediente, este no compareció a dar contestación a la demanda interpuesta en su 
contra. 

 
4.3. Declaración. En tales condiciones, justificados que lo han sido los 

elementos constitutivos de la acción que intentó la parte actora, que el demandado 
no ofreció defensas ni excepción alguna, lo que procede es declarar fundada la 
solicitud de alimentos que fue promovida por la señora **********, en representación 
de su menor hija **********, en contra del señor **********. 

4.4. Efectos del fallo. Ahora bien, en razón de que los alimentos son de 
orden público y que no se puede dejar al arbitrio del deudor su cumplimiento o 
incumplimiento, dado que tienden a la subsistencia del ser humano, es por lo que la 
parte demandada deberá satisfacer los alimentos a su cargo en los términos 
legales que en el siguiente considerando se precisarán. 

 
4.4.1. Monto. Al efecto, se dispone en el artículo 308 del Código Civil que 

los alimentos comprenden la manutención en general que incluye entre otros, la 
comida, el vestido, la habitación, la salud, así como la higiene personal y del hogar; 
que respecto de los menores de edad, los alimentos comprenderán además, los 
gastos necesarios para la educación preescolar, primaria y secundaria del 
alimentista y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y 
adecuados a su edad y circunstancias personales, así como para su sano 
esparcimiento para su desarrollo integral, lo cual también deberá considerarse 
respecto a los mayores de edad cuando el caso así lo amerite; y que respecto a las 
personas con algún tipo de discapacidad o declarados en estado de interdicción, los 
alimentos comprenderán todo aquello que sea necesario para lograr su habilitación 
o rehabilitación y su completo desarrollo e integración. 

 
Así mismo, cabe señalar que una de las características que posee la 

obligación alimenticia lo es precisamente la de proporcionalidad, pues según se 
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dispone al respecto en el numeral 311 del enunciado cuerpo normativo, los 
alimentos han de ser proporcionados a la posibilidad del que deba darlos y a la 
necesidad del que debe recibirlos. 

Ahora bien, resta por determinar el monto de los alimentos a cargo de la 
parte demanda, labor que corresponde al prudente arbitrio de esta autoridad con 

observancia de lo dispuesto en los artículos 303, 308 y 311 del Código Civil, en 
relación con el diverso 1068 del Código de Procedimientos, y tomando en 
consideración, esencialmente, la necesidad y capacidad económica del acreedor y 
deudor respectivos, lo que encuentra fundamento también en las tesis emitidas en 
el tenor literal siguiente: 

ALIMENTOS, MONTO DE LOS. El Código Civil no fija para cada uno de los casos que sobre 
petición de una pensión alimenticia se presentan, la cantidad que debe asignarse al deudor 
alimentario, a virtud de que una exigencia rígida para todos los casos, sería prácticamente 
irrealizable; pero si deja la decisión de señalarla al Juez del conocimiento, quien debe tomar 
en cuenta que los alimentos deben ser proporcionados a la posibilidad del que debe darlos 
y a la necesidad del que debe recibirlos, así como también que los alimentos comprendan 
la comida, el vestido, la habitación y la asistencia en caso de enfermedad. Respecto a los 
menores, los alimentos comprenden, además, los gastos necesarios para la educación 
primaria del alimentista y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y 
adecuados a su sexo y circunstancias personales. También debe observar el juzgador la 
circunstancia de que, si fueren varios los que deben dar alimentos y todos tuvieren 
posibilidad de hacerlo, el Juez repartirá el importe entre ellos, en proporción a sus haberes.7 

ALIMENTOS, ARBITRIO DEL JUZGADOR PARA DETERMINAR EL MONTO DE LA PENSIÓN DE. 

(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). El artículo 242 del Código Civil de Veracruz, 
dice: "Los alimentos han de ser proporcionados a la posibilidad del que debe darlos y a la 
necesidad del que debe recibirlos". De esta norma se desprende que la fijación del monto 
de los alimentos es susceptible de aumentar o disminuir, conforme sea la posibilidad 
económica del deudor y la necesidad del acreedor, y esta regla reguladora de la 
proporcionalidad de los alimentos que consigna el artículo 242 invocado, sirve de base al 
juzgador para normar su juicio, o sea, es el arbitrio que la ley concede al juzgador para 
determinar el monto de la pensión alimenticia; de ahí que, aun cuando el demandado no 
aluda al mismo, oponiéndolo como defensa o excepción, el Juez legalmente puede hacer 
uso de dicho arbitrio, por establecerlo así la ley.8 

Consecuentemente, para determinar el monto de la pensión alimenticia, 
quien ahora juzga debe tomar en consideración las posibilidades económicas del 
demandado, así como las necesidades alimenticias de su acreedora alimentista, 
su menor hija la niña **********, de conformidad a lo establecido por los artículos 303 
y 311 del Código Civil. 

Por lo tanto, debe atenderse al hecho de que, si bien es cierto no se tiene 
acreditado que el demandado **********, perciba un ingreso fijo por parte de un 

patrón, no menos cierto lo es, que es un hecho notorio de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 387 Bis del Código Procesal, que de las pruebas asentadas 
en párrafos superiores, se puede advertir que este cuenta con símbolos exteriores 
de riqueza, en atención al numeral 311 del Código Civil, al ser propietario o 
copropietario de 5 cinco bienes inmuebles, de los cuales existe la certeza de que el 
valor de la operación para la adquisición de uno de ellos ascendió a la cantidad de 
$6,100,000.00 (seis millones cien mil pesos 00/100 Moneda Nacional), y tiene 9 
nueve vehículos registrados a su nombre, algunos de ellos considerados de lujo 
como: un ********** modelo *******, **********modelo *******, **********modelo ******* y 
un ********** modelo *******; así como, que el mismo cuenta con participación 
dentro de las empresas **********, S.A. de C.V., registrada bajo el folio mercantil 
electrónico número **********, y **********, S.A. de C.V.; así como, que la empresa 
**********, S.A. de C.V., cuenta con un vehículo registrado; así mismo, tiene 
aperturadas ante el BANCO **********S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE 
********** GRUPO FINANCIERO, las cuentas bancarias **********de la que se 
advierte del estado de cuenta correspondiente al mes de septiembre del año 2024 
dos mil veinticuatro un saldo actual de $80,373.98 (ochenta mil trescientos 
setenta y tres pesos 98/100 

 

7 No. Registro: 241,802. Tesis aislada. Materia(s): Civil. Séptima Época. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación. 59 Cuarta Parte. Tesis: Página: 25. 
8 No. Registro: 241,813. Tesis aislada. Materia(s): Civil. Séptima Época. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Semanario Judicial 

de la Federación. 58 Cuarta Parte. Tesis: Página: 13. 
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Moneda Nacional) y un saldo promedio de $94,153.98 (noventa y cuatro mil ciento 
cincuenta y tres 98/100 Moneda Nacional) y en la cuenta ********** se advierte del 
estado de cuenta correspondiente al mes de septiembre del año 2024 dos mil 
veinticuatro un saldo actual de $159,608.34 (ciento cincuenta y nueve mil 
seiscientos ocho pesos 34/100 Moneda Nacional) y un saldo promedio de 
$609,928.39 (seiscientos nueve mil novecientos veintiocho 39/100 Moneda 
Nacional). Así mismo, en lo que respecta a la persona moral ********** **********S. 
A. de C. V., la misma tiene aperturadas en dicha institución bancaria cuenta de 
cheques **********de la cual se advierte del estado de cuenta correspondiente al 
mes de septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro un saldo actual de $891,859.28 
(ochocientos noventa y un mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 28/100 Moneda 
Nacional) y un saldo promedio de $2,090,387.69 (dos millones noventa mil 
trescientos ochenta y siete pesos 69/100 Moneda Nacional); así mismo, se advierte 
de dichos estado de cuenta que el demandado **********, ha realizado diversas 

transferencias de las cuales podemos destacar las realizadas en el mes de mayo 
del 2024 dos veinticuatro por la cantidad de $243,333.00 (doscientos cuarenta y tres 
mil trescientos treinta y tres pesos 00100 Moneda Nacional), $132,430.00 (ciento 
treinta y dos mil cuatrocientos treinta pesos 00/100 Moneda Nacional), $123,769.80 
(ciento veintitrés mil setecientos sesenta y nueve pesos 80/100 Moneda Nacional), 
entre otras; y de la cuenta **********, se advierte del estado de cuenta 
correspondiente al mes de septiembre del año 2024 dos mil veinticuatro un saldo 
actual de $500.00 (quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional) y un saldo promedio 
de $4,394.80 (cuatro mil trecientos noventa y cuatro pesos 80/100 Moneda 
Nacional), lo que representa activo patrimonial para hacer frente a sus obligaciones 
alimentarias. 

Por otro lado, acreditar el monto líquido al cual pudieran ascender los 
requerimientos de la acreedora no es un requisito para fijar el importe de una 
pensión definitiva. 

Al presumirse la necesidad de los alimentos, aun cuando no fuera acreditado, 
debe valorarse que dicha pensión alcance a cubrir todos aquellos conceptos que 
debe comprender. 

A) Alimentación. 
En cuanto al rubro de comida, la acreedora requiere de una alimentación que 

comprenda todos los grupos alimenticios, ingesta adecuada que redundará en una 
mejor calidad de vida, presente y futura, y de la que su primordial importancia radica 
en que sea proveída cabalmente, pues de darse una alimentación inapropiada, 
puede provocar una afectación seria a la salud de la acreedora. 

Así mismo, la acreedora requiere de artículos para su aseo personal, a fin de 
encontrase en condiciones higiénicas. 

En relación a dicho rubro, la parte actora, si bien allegó 17 diecisiete facturas 
expedidas por diferentes tiendas de supermercados, y copia simple de 129 ciento 
veintinueve tickets de compra en diversos supermercados, a los cuales se les 
concede únicamente valor de indicio de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 239 fracción III, 290, 297 y 373 del Código Procesal, ya que con los mismos 
no se justifica un gasto mensual efectuado para la acreedora, pues las facturas 
todas están expedidas en el mes de junio del 2022 dos mil veintidós, aunado a que 
también se advierte la compra productos que no corresponderían a una niña de 2 
dos años (edad que según el acta de nacimiento de la acreedora, tendría en el año 
2022 dos mil veintidós) y los tickets no se aprecia en que fechas fueron realizadas 
las compras ni que la compra de los productos que amparan los mismos, hayan sido 
todos destinados a satisfacer las necesidades de la acreedora alimentista. 

No obstante lo anterior, esta Autoridad no pasa desapercibido, que el solo 
hecho de continuar con vida la acreedora alimentista, se presume se adquirieron 
productos alimenticios para su desarrollo, pues es un hecho notorio que el ser 
humano necesita de alimento para mantenerse con vida, por ello, esta Autoridad 
con base en el interés superior del menor, mismo que se encuentra tutelado por 
Nuestra Carta Magna en su artículo 4, además en términos de los artículos 1, 2, 19, 
21.3, 24, 29, 30, 32.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 
3.1, 3.2, 6.2, 7.1, 16, 18, 23, 24, 25, 27, 29, 30, 31, 34 de la Convención de los 
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Derechos del Niño, los cuales establecen medidas especiales de protección 
destinadas para los niños, pues es del interés general, el bien común, y la seguridad 
de todos en una sociedad democrática que durante dicho periodo de la vida del 
hombre o la mujer estos puedan desarrollarse física y mentalmente saludables dada 
su especial condición de menor. 

Por lo tanto, conforme las reglas de la experiencia y sana crítica, puede 
justipreciarse por despensa de gasto mensual, se erogue una cantidad de al menos 
de $5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 Moneda Nacional). 

 
B) Vestido. 

Asimismo, debe considerarse la acreedora requiere de vestido para su uso 
diario, aunado al constante crecimiento de la acreedora, lo cual genera un gasto 
más, por lo que la pensión debe permitirle adquirir ropa y calzado para su uso 
personal, o cualquier prenda diversa que requieran, atendiéndose a la situación 
personal del acreedor; por ende, mínimo se estima que requiere de cambios de ropa 
para cubrirse del frío y del calor, junto con el calzado atinente. 

En relación a dicho rubro, la parte actora, si bien allegó 3 tres facturas 
expedidas por **********S. A. de C. V., y copia simple de 21 veintiún tickets de 
compra en diversas tiendas departamentales, a los cuales se les concede 
únicamente valor de indicio de conformidad con lo dispuesto por los artículos 239 
fracción III, 290, 297 y 373 del Código Procesal, ya que con los mismos no se 
justifica un gasto mensual efectuado para la acreedora, pues las facturas todas 
están expedidas en el mes de junio del 2022 dos mil veintidós, y los tickets no se 
aprecia en que fechas fueron realizadas las compras ni que la compra de los 
productos que amparan los mismos, hayan sido todos destinados a satisfacer las 
necesidades de la acreedora alimentista. 

Por lo cual, con base en los numerales asentados en líneas anteriores y 
conforme a las reglas de la experiencia y sana crítica, se considera debe al menos 
adquirirse mensualmente un cambio de ropa completo por mes, el cual por lo menos 
se erogan $2,500.00 (dos mil quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional) 
mensuales. 

C) Habitación. 
La acreedora habita en la Avenida**********número**********, de la 

colonia**********en *******, Nuevo León; y de acuerdo a lo manifestado por la 
actora en su escrito de demanda, en dicho domicilio además de la acreedora 
habitan, la actora y sus padres; es decir, mínimo habitan 4 cuatro personas en dicho 
domicilio; por tal razón, los gastos erogados por dichos servicios se debe de dividir 
entre todos. 

Si bien, la parte actora, no acompañó comprobantes de pago por los 
servicios que se erogan en dicho domicilio, sin embargo, conforme las reglas de la 
experiencia y sana crítica, puede justipreciarse por los siguientes servicios debe 
erogarse la siguiente cantidad mensual, que se aplican de forma cierta a la 
acreedora alimentista: 

 Por el servicio de luz, la cantidad de $350.00 (trescientos cincuenta pesos 
00/100 Moneda Nacional). 

 Por el servicio de agua, la cantidad $150.00 (ciento cincuenta pesos 00/100 
Moneda Nacional). 

 Por el servicio de gas, la cantidad de $250.00 (doscientos cincuenta pesos 
00/100 Moneda Nacional). 

 Por el servicio de telefonía e internet, la cantidad de $350.00 (trescientos 
cincuenta pesos 00/100 Moneda Nacional). 

 Por el servicio de televisión, la cantidad de $350.00 (trescientos cincuenta 
pesos 00/100 Moneda Nacional). 

D) Salud. 

Cualquier enfermedad eroga un gasto, mismo que debe ser prevenido al 
fijarse la pensión alimenticia. A fin de cumplir con dicho rubro, se puede afiliar a la 
acreedora en el Instituto Mexicano del Seguro Social. 
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Sin embargo, no debe pasarse por alto que en algunas ocasiones se 
requerirá de algún medicamento o servicio que no se cubra por parte de la 
institución médica a la que se encuentren afiliados, y ello generará gastos extras. 

Por lo tanto, el monto que se decrete como pensión definitiva deberá cubrir 
en un 50%-cincuenta por ciento lo relativo a los gastos médicos que, en su caso, se 
eroguen para cubrir las contingencias o urgencias que puedan presentarse en 
cualquier momento. 

Lo anterior, sin pasar por alto, pueden presentarse urgencias de salud, ello 
tomando en cuenta la acreedora por su corta edad, es más susceptible de contraer 
alguna enfermedad que requiera ser atendida, lo cual genera un gasto, y si bien, no 
se justificó la cantidad a que asciende una consulta médica, siguiendo los 
lineamientos antes precisados, en relación a la sana critica, pude justipreciarse, se 
erogue la cantidad de $1,300.00 (mil trescientos pesos 00/100 Moneda Nacional). 

 
E) Educación. 

La acreedora actualmente cuenta con 5 cinco años de edad, por lo cual debe 
encontrarse cursando la educación preescolar; por tanto, tomando en cuenta su 
sano crecimiento y los gastos que requerirá cubrir la actora por concepto de 
inscripciones, cuotas, libros, útiles escolares, y transportación. 

Por lo cual, con base en los numerales asentados en líneas anteriores y 
conforme a las reglas de la experiencia y sana crítica, se considera debe erogarse 
un gasto mensual en escuela aproximado de $4,000.00 (cuatro mil ochocientos 
pesos 00/100 Moneda Nacional) mensuales. 

 
F) Sano esparcimiento y recreación. 
Este concepto se estima necesario e importante a fin de que la acreedora 

logre una estabilidad emocional, al asistir a parques y/o centros recreativos, de 
diversiones, deportivos, vacaciones, interacción con su familia, amistades y 
compañeros, mediante la convivencia en esos lugares, al igual que en reuniones 
con motivo de festejos o compromisos propios de la edad. 

Si bien, no se allegó documentación alguna tendiente a justificar ello, se 
considera debe al menos erogarse mensualmente, la cantidad de $2,500.00 (dos 
mil quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional) mensuales. 

Así las cosas, una vez analizado el cúmulo de rubros alimenticios, en función 
de las circunstancias particulares mostradas respecto del acreedor alimentista, se 
obtiene que este para satisfacer sus necesidades alimenticias, en su conjunto, 
requiere de un quantum mensual aproximado de $16,750.00 (dieciséis mil 
setecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional). 

Sin que el quantum mensual advertido constituya un parámetro estrictamente 
matemático de las necesidades de la acreedora alimentista, sino que fue obtenido 
en función de la apreciación razonada sus circunstancias personales presentadas 
en el caso concreto, aunado a como lo mostraron diversos de los elementos de 
prueba aportados al juicio. 

 
Pues, es preciso dejar establecido que la fijación de la pensión alimenticia se 

desarrolla principalmente tomando en cuenta la sana crítica, aplicando un 

razonamiento lógico y la experiencia de esta autoridad a través del proceso de 
sensibilidad e intelecto, destacándose que las reglas de la sana crítica consisten en 
su sentido formal en una operación lógica, pues las máximas de experiencia 
contribuyen tanto como los principios lógicos, como a la valoración de la prueba. 

 
En efecto, el juez es quien toma conocimiento del mundo que le rodea y le 

conoce a través de sus procesos sensibles e intelectuales. La sana crítica es, 
además de la aplicación de la lógica, la correcta apreciación de ciertas 
proposiciones de experiencia de que todo hombre o mujer se sirve en la vida; luego, 
es necesario considerar en las determinaciones judiciales como la que ahora se 
toma el carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto como la 
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necesidad de mantener con el rigor posible los principios de la lógica en que el 
derecho se apoya. 

 
4.4.2. Fijación de la pensión alimenticia definitiva. Como se dijo antes, no 

es menester que se demuestre a cabalidad el monto real necesario para fijar una 
pensión alimenticia definitiva, ésta puede establecerse de manera aproximada al 
ser del conocimiento común de la gente y por disposición de la ley dichos 
requerimientos alimenticios. 

Además, se toma en cuenta que la cantidad prudente para cubrir las 
necesidades alimenticias de los acreedores es obligación de ambos ascendientes, 
puesto que los padres están obligados a dar alimentos a sus hijos. Este deber 
encuentra en equilibrio que se basa en el principio de proporcionalidad, que implica 
que los alimentos han de ser proporcionados a la posibilidad del que debe darlos y 
a la necesidad del que debe recibirlos. 

Bajo ese tenor, resulta incuestionable que la parte actora, complementa la 
satisfacción de la necesidad de la acreedora al tenerla incorporada a su domicilio. 
Recordemos que quien está obligado a dar alimentos cumple la obligación 
asignando una pensión competente al acreedor alimentaria, o incorporándola a la 
familia. Este aspecto debe de tomarse en cuenta para atender el citado principio de 
proporcionalidad, ya que al habitar dicha acreedora con la accionante, es innegable 
que debe procurar su propia manutención y la de su hijo. A la luz del artículo 309 
del Código Civil; y al ponderar el siguiente criterio: 

ALIMENTOS.  SU  OTORGAMIENTO  DEBE  REALIZARSE  CON  BASE  EN  UNA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. Esta Suprema Corte ha sostenido que todo órgano 
jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, aun cuando las 
partes no lo soliciten; de tal manera que el juzgador debe verificar si existe una situación de 
violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera 
completa e igualitaria. Tomando en cuenta lo anterior, el juzgador debe ponderar la especial 
situación de vulnerabilidad de una madre soltera y el contexto social discriminatorio que 
habitualmente rodea tanto a la mujer como al menor cuyo nacimiento es extramatrimonial. 
En esos términos, no es posible obviar al valorar cada caso que, precisamente, la defección 
total o parcial del padre pone en cabeza de la madre una doble carga: la prestación de 
servicios para el cuidado personal del hijo y la búsqueda de los recursos económicos para 
su manutención; de manera que al recaer sobre la mujer ambas exigencias se produce un 
deterioro en el bienestar personal de la madre y se lesiona su derecho a la igualdad de 
oportunidades y al libre desarrollo de su persona, obstaculizando sus planes de vida. 
Además, el menor solamente obtuvo una satisfacción parcializada de lo que le hubiera 
correspondido y aún le corresponde, pues no puede admitirse que la madre haya aportado 
por ambos y, desde luego, no puede cargarse sobre la madre unilateralmente el deber de 
manutención, pues el cuidado conjunto no sólo significa incremento de la calidad de 
posibilidades de los hijos, sino la igualdad de oportunidades entre los padres, de modo que 
el incumplimiento del padre respecto de su obligación, reduce el caudal alimentario del hijo, 
perjudicando sus posibilidades de desarrollo y crianza. A través de la conducta del padre 
renuente queda patentizado un menoscabo en aspectos sustantivos y en el proyecto de vida 
del menor, no pudiendo exigirse que la madre, además del esfuerzo individual que importa 
la crianza de un hijo, asuma como propio un deber inexcusable y personalísimo del padre. 
Al mismo tiempo, en la mayoría de los casos se priva a los menores del cuidado personal a 
cargo de la madre, quien ante esta omisión paterna se halla conminada a redoblar esfuerzos 
a través del despliegue de diversas estrategias de supervivencia para obtener los recursos 
mínimos que todo menor necesita.9 

 

Entonces, atendiendo los rubros alimenticios expuestos y al principio de 
proporcionalidad que establece el artículo 311 del Código Civil, además que quedó 
demostrado que la parte demandada cuenta con capacidad económica para 
contribuir directamente a las necesidades de la acreedora; al contar con símbolos 
de riqueza, consistentes en 5 cinco bienes inmuebles, 9 nueve vehículos inscritos a 
su nombre; aunado a ello, tiene participación en las empresas **********, S.A. de 
C.V., registrada bajo el folio mercantil electrónico número **********, y **********, S.A. 
de C.V.; y del Estado de cuenta correspondiente al mes de septiembre del año 2024 
dos mil veinticuatro, se advierte un saldo promedio de $94,153.98 (noventa y cuatro 

 

9 Época: Décima Época, Registro: 2008544, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Civil, 
Tesis: 1a. XCI/2015 (10a.), Página: 1383 
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mil ciento cincuenta y tres 98/100 Moneda Nacional), por lo que se presume que su 
ingreso mensual es mínimo de esa cantidad; por lo que se estima justo y equitativo 
condenar al demandado **********, a pagar en favor de su hija menor de edad, como 
pensión alimenticia definitiva, el equivalente a 2 dos veces el salario mínimo 
general diario vigente en el país, elevado al mes; y tomando en consideración 
que actualmente el salario mínimo vigente en la nación a $278.80 (doscientos 
setenta y ocho pesos 80/100 Moneda Nacional), la pensión fijada resulta en un 
total de $16,728.00 (dieciséis mil setecientos veintiocho pesos 00/100 Moneda 
Nacional) mensuales. 

Cabe señalar que es un hecho notorio para este tribunal que la información 
relativa al monto del salario mínimo vigente en la actualidad se obtiene de la 
publicación de la página oficial vía internet de la Comisión Nacional de Salarios 
Mínimos consultable bajo la liga: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/960832/Tabla_de_Salarios_M_nimos_2025.pdf 

 
Además, se incrementará conforme aumente el salario mínimo, acorde a lo 

establecido en el artículo 311 del Código Civil del Estado. 

En la inteligencia que la fijación de la pensión alimenticia antes mencionada, 
en las condiciones señaladas, se efectuó tomando en consideración la experiencia 
de la suscrita impartidora de justicia en el conocimiento de los procesos que, como 
este, se someten a mi jurisdicción, en el que no hay que pasar por alto, existe el 
derecho inalienable de los acreedores alimentarios, a ser protegidos y por ende a 
preservar el interés superior de los menores, los cuales se encuentran por encima 
de los de sus propios ascendientes, tal como lo señala la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual establece que el Estado (en su 
calidad de poder y ente gubernativo) debe asegurar un desarrollo pleno e integral 
de los niños, procurándoseles un desarrollo pleno y armónico en su entorno social 
y familiar, siendo que -como antes se dijo -éste principio prevé, que el ejercicio de 
los derechos de los adultos no podrá en ningún momento ni en ninguna 
circunstancia, condicionar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. 

De tal modo que se les debe de proporcionar a los infantes una vida digna y, 
garantizarles entre otros aspectos igual de primordiales, la satisfacción de su 
alimentación, entendiéndose para éstos efectos como ha quedado plasmado en el 
cuerpo de esta resolución que, la manutención en general incluye entre otros, la 
comida, el vestido, la habitación y la salud, respecto de los menores de edad (como 
ocurre en el caso concreto), los alimentos comprenderán además, los gastos 
necesarios para la educación preescolar, primaria y secundaria del alimentista y 
para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su edad 
y circunstancias personales, lo cual también deberá considerarse respecto de los 
mayores de edad, cuando el caso así lo amerite; por lo que la facultad que tienen 
quienes ejercen la patria potestad o la custodia de las niñas, niños y adolescentes 
no podrán al ejercerla, atentar contra su integridad física o mental ni actuar en 
menoscabo de su desarrollo, acorde a lo establecido en los artículos 1, 4 y 133 de 
la Constitución, en relación con los numerales 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 11, 14 y demás 
relativos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 
además de los numerales 17 y 19 de la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José); aunado a que me encuentro compelida en el ámbito 
de mis respectivas competencias, a adoptar medidas de protección especial de 
derechos de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación de 
vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter socioeconómico, 
alimentario (como ocurre en el caso concreto), psicológico, físico, discapacidad, 
identidad cultural, origen étnico o nacional, situación migratoria, o bien, relacionadas 
con aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas 
culturales u otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus derechos, así como a 
llevar a cabo las acciones necesarias para garantizar el desarrollo y prevenir 
cualquier conducta que atente contra la supervivencia de las niñas, niños y 
adolescentes, al ser esta entre otros uno de los derechos fundamentales 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/960832/Tabla_de_Salarios_M_nimos_2025.pdf
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reconocidos por el estado mexicano en la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes en vigor, verbigracia en los artículos 7, 8, 10 y 14. 

Sirve de apoyo a lo antes expresado, lo previsto en los artículos 304, 311, 
312 y 313 del Código Civil, así como el criterio que enseguida se inserta a la letra: 

 
SANA CRÍTICA. SU CONCEPTO. Debe entenderse como el adecuado entendimiento que 
implica la unión de la lógica y la experiencia, tendientes a asegurar el más certero y eficaz 
razonamiento a través de procesos sensibles e intelectuales que lleven a la correcta 
apreciación de los hechos.10 

Por lo que, de conformidad con lo establecido por el artículo 1072 del Código 
de Procedimientos, la pensión alimenticia provisional que se estableció en el auto 
de admisión del procedimiento que ahora se resuelve queda sin efectos. 

 
4.4.3. Medidas de Aseguramiento. Por consiguiente, requiérase al 

demandado a fin de que en el acto mismo de la notificación del fallo, entregue la 
primera mensualidad de la pensión fijada, apercibido que en caso de no cumplir con 
el pago en la forma indicada, le serán embargados bienes que se acrediten como 
de su propiedad, suficientes a cubrir el monto adecuado y garantizar las pensiones 
alimentarias que se llegasen a adeudar. 

 
4.4.4. Modificación. Así mismo, y tal como se dispone en el artículo 1071 

del Código de Procedimientos, se declara la pensión alimenticia establecida podrá 
modificarse en su cuantía previo el procedimiento respectivo, a fin de que sea 
ajustada permanentemente a las necesidades de la acreedora alimentista y a la 
posibilidad económica del obligado a otorgarlos. 

4.4.5. Cambio en las condiciones económicas. En estricta observancia de 
lo dispuesto por el numeral 321 bis 2 del Código Civil, se hace del conocimiento de 
la parte demandada que en cuanto cambien sus circunstancias económicas, se 

encuentra obligado a hacerlo del conocimiento de este juzgado dentro del término 
de 30 treinta días, en la vía y forma correspondiente, apercibido que en caso de no 
hacerlo, se le impondrá una multa en los términos previstos por la fracción I del 
artículo 42 del Código de Procedimientos. 

 
4.5. Pensiones alimenticias retroactivas. No pasa desapercibido para este 

tribunal que la parte actora reclama, en el inciso “C” del apartado de prestaciones 
de su escrito de demanda, consistente en el pago de todos y cada uno de los gastos 
erogados por concepto de alimentos y ha dejado de recibir debido al incumplimiento 
del demandado de suministrar alimentos. La misma resulta improcedente, lo anterior 
es así, ya que en relación al reclamo de alimentos caídos, obedece a la pretensión 
de recuperar el numerario que se destinó a sufragarlos, en sustitución del 
coobligado que no los proporcionó y, precisamente, por obrar hacia el pasado, es 
menester especificar en el ocurso de demanda cómo se causaron, en qué forma 
quedaron satisfechos y acreditarlo el accionante, situación que no acontece en el 
presente caso, ya que si bien es cierto la parte actora, en el apartado 5 cinco de los 

hechos narrados en su demanda, establece 3 tres tablas correspondientes a gastos 
realizados durante los años del 2020 dos mil veinte al mes de junio del año 2022 
dos mil veintidós; sin embargo, fue omisa en allegar los documentos 
correspondientes con los cuales se justifique los gastos plasmados en dichas tablas, 
ya que los documentos que acompañó para pretender acreditar dichos montos, son 
insuficientes pues la totalidad de los tickets fueron acompañados en copia simple, y 
las facturas todas están expedidas en el mes de junio del 2022 dos mil veintidós, 
por lo que no se acredita los gastos mensuales que la actora refiere en las aludidas 
tablas; además, no justifica que contrajo deudas para que no se viera comprometida 
la subsistencia de la acreedora alimentaria, y de las cuales pretenda su reclamo, 
por lo que la accionante tiene sus derechos a salvo a fin de que los haga valer en 
la vía y forma correspondiente. 

 

10 Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Novena Época. Registro: 174352. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
XXIV, Agosto de 2006. Materia(s): Común. Tesis: I.4o.C. J/22. Página: 2095. 
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Teniendo a poyo a lo anterior la tesis sustentada por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto enseguida se transcriben: 
ALIMENTOS CAÍDOS. POR SU NATURALEZA ES NECESARIO EXPRESAR EN LA 
DEMANDA CÓMO SE CAUSARON, EN QUÉ FORMA QUEDARON SATISFECHOS Y 

ACREDITARLO. Atento a las características de los alimentos caídos, que 
esencialmente obedecen a la pretensión de recuperar el numerario que se 
destinó a sufragarlos, en sustitución del coobligado que no los proporcionó y, 
precisamente, por obrar hacia el pasado, es menester especificar en el 
ocurso de demanda cómo se causaron, en qué forma quedaron satisfechos 
y acreditarlo, por ejemplo, evidenciando que existió dificultad para proveerlos 
y que, incluso, se contrajeron deudas para no comprometer la subsistencia 
del acreedor alimentario, máxime si el deudor tuvo conocimiento de la 
paternidad de su descendiente con motivo del juicio y ello hizo que cobraran 
vida las obligaciones inherentes a ese hecho. A diferencia de lo que sucede 
con los alimentos que se reclaman para el presente, que responden a una 
necesidad actual e inaplazable, donde basta justificar el parentesco y la 
minoría de edad para presumir que se requieren.11 

Ahora bien, en relación al concepto reclamado en el inciso “D” del apartado 
de prestaciones de su escrito de demanda, consistente en el pago desde el mes de 
enero del 2020 dos mil veinte, de la pensión alimenticia que ha dejado de recibir 
debido al incumplimiento del demandado de suministrar alimentos. 

 
Pues bien, atendiendo al interés superior del menor, se analizará el reclamo 

de cuenta, pero no desde el mes que se indica, sino desde el nacimiento de la 
menor, pues el reconocimiento de paternidad es declarativo y no atributivo, en otras 
palabras, no crea la obligación alimentaria, sino que la hace ostensible, luego debe 
reconocerse una presunción a favor de que el derecho de alimentos debe 
retrotraerse al comienzo de la obligación, lo anterior acorde al artículo 4 de la 
Constitución Federal, 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño y 952 del 
Código de Procedimientos Civiles. Sirve de apoyo a lo aquí determinado el 
siguiente criterio judicial, cuyo rubro dice: 

ALIMENTOS. LA PENSIÓN ALIMENTICIA DERIVADA DE UNA SENTENCIA DE 
RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD DEBE SER RETROACTIVA AL MOMENTO DEL 
NACIMIENTO DEL MENOR. Bajo la premisa del interés superior del menor y del principio 
de igualdad y no discriminación, el derecho de alimentos, como derecho humano del menor 
contenido en los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
18 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no admite distingos en cuanto al origen 
de la filiación de los menores. Es por eso que la deuda alimenticia es debida a un menor 
desde su nacimiento, con independencia del origen de su filiación, esto es, el derecho a los 
alimentos de los hijos nacidos fuera de matrimonio es el mismo que el de los nacidos dentro 
de él, pues es del hecho de la paternidad o la maternidad, y no del matrimonio, de donde 
deriva la obligación alimentaria de los progenitores. Desde esta perspectiva, el 
reconocimiento de paternidad es declarativo, no atributivo, esto es, no crea la obligación 
alimentaria, sino que la hace ostensible. Ahora bien, si no se admitiera que los alimentos le 
son debidos al hijo nacido fuera de matrimonio desde el instante de su nacimiento, se 
atentaría contra el principio del interés superior del menor en relación con el principio de 
igualdad y no discriminación; de ahí que debe reconocerse una presunción iuris tantum a 
favor de que el derecho de alimentos debe retrotraerse al comienzo de la obligación. Así, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la pensión 
alimenticia derivada de una sentencia de reconocimiento de paternidad debe retrotraerse al 
instante en que nació la obligación misma, esto es, al en que se generó el vínculo y que es 
precisamente el nacimiento del menor, porque la sentencia únicamente declara un hecho 
que tuvo su origen con el nacimiento del menor y, por tanto, esta premisa debe tenerla en 
cuenta el juzgador al determinar el momento a partir del cual se deben los alimentos derivado 
del reconocimiento judicial de la paternidad.12 

 
 
 

 

11 Registro digital: 2001826 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: 
III.5o.C.4 C (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 
4, página 2363 Tipo: Aislada 
12 Registro digital: 2008543 Instancia: Primera Sala Décima Época Materias(s): Civil Tesis: 1a. LXXXVII/2015 
(10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, página 
1382 Tipo: Aislada 
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Luego, dado que este juicio se radicó el 10 diez de enero del año 2023 dos 
mil veintitrés y se fijó la pensión alimenticia provisional correspondiente, misma que 
fue fijada en la cantidad equivalente a 1.5 uno punto cinco salarios mínimos13 

vigente en ésta zona económica elevado al mes, por lo que dicha cantidad 
correspondía en ese momento a $9,289.80 (nueve mil doscientos ochenta y 
nueve pesos 80/100 moneda nacional) mensuales. 

Por tal razón, el demandado, debió justificar dentro del procedimiento haber 
suministrado alimentos antes de dicha fecha hasta el nacimiento de la niña afecta a 
la causa, que fue el **********de **********del año 2020 dos mil veinte; 
consecuentemente, al no hacerlo, deviene la procedencia del pago de pensiones 
alimenticias retroactivas a la fecha de nacimiento de la acreedora; es decir, hasta el 
mes de ********** del 2020 dos mil veinte, ya que se estima que contaba también 
con la capacidad económica de pagarlos, habida cuenta que de autos no se aprecia 
datos contrarios. Sirve de apoyo en relación a la carga probatoria del demandado 
de justificar el pago, el criterio cuyo rubro y texto dice: 

PAGO O CUMPLIMIENTO, CARGA DE LA PRUEBA. El pago o cumplimiento de las 

obligaciones corresponde demostrarlo al obligado y no el incumplimiento al actor.14 

A continuación, se cuantificará el pago, esto con independencia de que la 
parte actora no haya allegado elementos de convicción de los gastos cubiertos para 
las necesidades de la acreedora durante dicho período, pues no hay que olvidar 
que dicha necesidad se presume, de suerte que se debe suplir la deficiencia de la 
demanda y hacer un estimativo de gastos con base en las necesidades propias y 
naturales de la acreedora, atendiendo a las etapas humanas de desarrollo. 

Pues bien, es un hecho notorio acorde al numeral 387 Bis del Código de 
Procedimientos Civiles, que la actora se encuentra en el tránsito de la etapa de la 
infancia, ya que ésta inicia con el comienzo de la vida y termina alrededor de los 
seis años. Aquí es importante subrayar que dentro de esa etapa el niño recorre 
desde la lactancia (menor y mayor), que termina alrededor de los dos años, tiempo 
en el cual los gastos constantes y comunes son de vestimenta, leche de fórmula y 
pañales; después de los dos años al ir cambiando su alimentación e irse entrenando 
al niño para dejar el pañal y ser más autónomo en sus funciones, vienen gastos 
concomitantes a ello como son comida, pañales entrenadores y juguetes que 
apoyen el desarrollo del niño; pasado esto, viene el inicio de la vida escolar, 
aproximadamente a los cuatro años cuando peregrinan por la etapa preescolar, por 
lo que se suman los gastos tendientes a ese rubro. 

Aunado a lo anterior, tomando en consideración, en los casos en que se 
ventile el pago de alimentos derivado del reconocimiento de paternidad, el juzgador 
debe valorar y ponderar ciertos elementos a la luz del interés superior del menor y 
del principio de igualdad y no discriminación para verificar su pertinencia y, en caso 
de que se advierta su actualización, debe considerarlos al dictar su resolución para 
modular el monto retroactivo de la pensión alimenticia, de tal forma que sea 
razonable y no llegue a ser abusivo, tales como: i) si existió o no conocimiento previo 
de su obligación; y, ii) la buena o mala fe del deudor alimentario. 

Por lo que se refiere al conocimiento previo, el juzgador debe ponderar si el 
deudor alimentario tuvo o no conocimiento del embarazo o del nacimiento del 
menor, ya que el conocimiento del hecho generador es una condición esencial al 
ponderar el quántum, en tanto que si el padre no tuvo conocimiento de la existencia 
del menor, y ese desconocimiento no es atribuible a él, no podrá asumirse que quiso 
incumplir con las obligaciones alimentarias, sino que, al desconocer su existencia, 
no podía cumplir con una obligación que ignoraba. 

Dicho de otro modo, el juez debe tomar en cuenta si el embarazo y/o 
nacimiento del niño no le fueron ocultados, restringiéndose con ello los derechos 
tanto del niño como del padre y así, una vez delimitado si existió o no conocimiento 
previo, el juzgador debe considerar la actuación del deudor alimentario en el 
transcurso del proceso para determinar la filiación y los alimentos, y si ha actuado 

 

13 Salario mínimo para el año 2023 dos mil veintitrés asciende a la cantidad de $207.44 (doscientos siete pesos 
44/100 moneda nacional) diarios. 
14 Registro digital: 203017 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Común 
Tesis: VI.2o.28 K Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Marzo de 1996, página 
982 Tipo: Aislada. 
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con buena o mala fe durante la tramitación del proceso; si siempre se ha mostrado 
coadyuvante y con afán de esclarecer la situación o si, por el contrario, se ha 
desempeñado negligentemente o se ha valido de artimañas con el objeto de 
obstaculizar el conocimiento de la verdad. 

Como se advierte, la mala fe alude a la actuación del deudor alimentario, es 
decir, a la valoración que se realice del hecho de que por causas imputables a él no 
puede definirse la paternidad; o bien, si por el contrario, existe buena fe de su parte 
y, por ejemplo, se presta a colaborar en el proceso con la finalidad de esclarecer la 
paternidad del menor. 

En este sentido, el juez debe tomar en cuenta que no le basta al demandado 
con adoptar una actitud de simple negación, sino que hay un deber de colaborar 
dentro del proceso en atención a su posición privilegiada o destacada en relación 
con el material probatorio, pues se encuentra en mejor condición para revelar la 
verdad y su deber de colaboración se acentúa al punto de atribuirle una carga 
probatoria que en principio no tenía o, mejor dicho, se le atribuyen las 
consecuencias de la omisión probatoria. 

De ahí que la carga de probar la existencia de razones justificadas por las 
que deba relevarse de la obligación de contribuir al sostenimiento del menor a partir 
de la fecha de nacimiento del niño o la niña, recae en el padre; es decir, corresponde 
a este la prueba de que tuvo como causa un motivo objetivo y razonable, ajeno a 
toda discriminación y, por tanto, esos motivos deben considerarse al determinar el 
quántum de la obligación alimentaria. 

Sirviendo de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la siguiente tesis: 

ALIMENTOS. ELEMENTOS QUE EL JUZGADOR DEBE CONSIDERAR PARA 
CALCULAR EL QUÁNTUM DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA CUANDO LA OBLIGACIÓN 
DEBA RETROTRAERSE AL MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR. En los casos 
en que se ventile el pago de alimentos derivado del reconocimiento de paternidad, el 
juzgador debe valorar y ponderar ciertos elementos a la luz del interés superior del menor y 
del principio de igualdad y no discriminación para verificar su pertinencia y, en caso de que 
se advierta su actualización, debe considerarlos al dictar su resolución para modular el monto 
retroactivo de la pensión alimenticia, de tal forma que sea razonable y no llegue a ser 
abusivo, tales como: i) si existió o no conocimiento previo de su obligación; y, ii) la buena o 
mala fe del deudor alimentario. Por lo que se refiere al conocimiento previo, el juzgador debe 
ponderar si el deudor alimentario tuvo o no conocimiento del embarazo o del nacimiento del 
menor, ya que el conocimiento del hecho generador es una condición esencial al ponderar 
el quántum, en tanto que si el padre no tuvo conocimiento de la existencia del menor, y ese 
desconocimiento no es atribuible a él, no podrá asumirse que quiso incumplir con las 
obligaciones alimentarias, sino que, al desconocer su existencia, no podía cumplir con una 
obligación que ignoraba. Dicho de otro modo, el juez debe tomar en cuenta si el embarazo 
y/o nacimiento del menor no le fueron ocultados, restringiéndose con ello los derechos tanto 
del menor como del padre y así, una vez delimitado si existió o no conocimiento previo, el 
juzgador debe considerar la actuación del deudor alimentario en el transcurso del proceso 
para determinar la filiación y los alimentos, y si ha actuado con buena o mala fe durante la 
tramitación del proceso; si siempre se ha mostrado coadyuvante y con afán de esclarecer la 
situación o si, por el contrario, se ha desempeñado negligentemente o se ha valido de 
artimañas con el objeto de obstaculizar el conocimiento de la verdad. Como se advierte, la 
mala fe alude a la actuación del deudor alimentario, es decir, a la valoración que se realice 
del hecho de que por causas imputables a él no puede definirse la paternidad; o bien, si por 
el contrario, existe buena fe de su parte y, por ejemplo, se presta a colaborar en el proceso 
con la finalidad de esclarecer la paternidad del menor. En este sentido, el juez debe tomar 
en cuenta que no le basta al demandado con adoptar una actitud de simple negación, sino 
que hay un deber de colaborar dentro del proceso en atención a su posición privilegiada o 
destacada en relación con el material probatorio, pues se encuentra en mejor condición para 
revelar la verdad y su deber de colaboración se acentúa al punto de atribuirle una carga 
probatoria que en principio no tenía o, mejor dicho, se le atribuyen las consecuencias de la 
omisión probatoria. Así, no puede aceptarse que el padre resulte beneficiado como 
consecuencia de mantener una conducta disfuncional y opuesta a derecho. De ahí que sea 
en el padre en quien recae la carga de probar la existencia de razones justificadas por las 
que deba relevarse de la obligación de contribuir al sostenimiento del menor a partir de la 
fecha de nacimiento del niño o la niña; es decir, corresponde al padre la prueba de que tuvo 
como causa un motivo objetivo y razonable, ajeno a toda discriminación y, por tanto, esos 
motivos deben considerarse al determinar el quántum de la obligación alimentaria.15 

 

15 Registro digital: 2008541 Instancia: Primera Sala Décima Época Materias(s): Civil Tesis: 1a. XC/2015 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, página 1380 Tipo: 

Aislada 
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Así las cosas, tomando en cuenta que el demandado no acredita con 
probanza alguna que tuvo un motivo objetivo o razonable para no proporcionar la 
pensión alimenticia para la acreedora del presente procedimiento desde el momento 
de su nacimiento, esta Autoridad, atendido al principio del interés superior del menor 
inmerso en el presente procedimiento, mismo que se encuentra tutelado por el 
artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuya 
salvaguarda es prioritaria en el sistema jurídico mexicano, pues permite delimitar 
con precisión y claridad los derechos y obligaciones que corresponden a las 
personas adultas en relación con los niños, para lo cual se privilegia el deber de 
atenderlos y cuidarlos, con el objeto permanente de alcanzar el mayor bienestar 
y beneficio posible para ellos, como un imperativo de la sociedad; de manera que 
su protección se ubica incluso por encima de la que debe darse a los derechos de 
los adultos, con lo cual se cumple una trascendente función social de orden público 
e interés social. 

Sirviendo de apoyo a lo anterior, el criterio jurisprudencial sustentado por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis cuyo rubro, se transcribe a 
continuación: 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU RELACIÓN CON LOS ADULTOS. El concepto 
interés superior del menor, cuya salvaguarda es prioritaria en el sistema jurídico mexicano, 
permite delimitar con precisión y claridad los derechos y obligaciones que corresponden a 
las personas adultas en relación con los niños, para lo cual se privilegia el deber de 
atenderlos y cuidarlos, con el objeto permanente de alcanzar el mayor bienestar y beneficio 
posibles para ellos, como un imperativo de la sociedad; de manera que su protección se 
ubica incluso por encima de la que debe darse a los derechos de los adultos, con lo cual se 
cumple una trascendente función social de orden público e interés social.16 

 

En virtud de lo anterior, se procede hacer la cuantificación correspondiente 
desde el nacimiento de la niña afecta a la causa mismo que ocurrió en el mes de 
********** del año ******* hasta la fecha del emplazamiento del presente 
procedimiento, el cual ocurrió en el mes de octubre del 2023 dos mil veintitrés, pues 
en este mes se hizo la última publicación del edicto ordenado, lo anterior es así, 
tomando en consideración que es hasta esa fecha en que puede hacerse efectivo 
el cobro de la pensión provisional decretada en el presente expediente, ello de 
conformidad en lo dispuesto en el artículo 628 del Código de Procedimientos Civiles 
de la entidad, dado que el emplazamiento hace las veces de interpelación judicial lo 
que determina la fecha de inicio de la obligación y la fecha de pago mensual de 
acuerdo a la periodicidad ordenada en el auto en que se fijó la pensión alimenticia 
respectiva, ya que antes de esa fecha no existe forma de establecer que existiera 
judicialmente el deber de atender a la obligación impuesta en una determinación 
judicial que no había sido enterada al demandado. 

Una vez establecido lo anterior, es importante señalar que el parámetro que 
será tomado en cuenta a fin de calcular el período en comento, será en base al 
monto igual al determinado en el presente fallo como provisional, es decir, el 
equivalente a 1.5 uno punto cinco veces el salario mínimo general diario 
vigente en el país, elevado al mes, vigente en la época correspondiente. 

Establecido lo anterior se procede a realizar la cuantificación 
correspondiente, tomando en cuenta que es un hecho notorio conforme al numeral 
387 Bis del Código de Procedimientos Civiles, que según el ejemplar del Diario 
Oficial de la Federación publicado, el salario mínimo general diario se estableció de 

la siguiente manera17: 
 

Periodo Salario 
mínimo 

Cantidad a la 
que 

ascienden 1 
½ un y medio 

salarios 
mínimos 

Cantidad 
mensual a 

pagar 

Meses 
adeudados 

Total 
adeudado 

 

16 Registro digital: 162561 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: 
I.5o.C. J/15 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Marzo de 2011, página 
2188 Tipo: Jurisprudencia 
17 https://www.gob.mx/conasami/documentos/tabla-de-salarios-minimos-generales-y- 
profesionales-por-areas-geograficas 

http://www.gob.mx/conasami/documentos/tabla-de-salarios-minimos-generales-y-
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2020 $123.22 $184.83 $5,544.90 8 $44,359.20 

2021 $141.70 $212.55 $6,376.50 12 $76,518.00 

2022 $172.87 $259.30 $7,779.00 12 $93,348.00 

2023 $207.44 $311.16 $9,334.80 10 $93,348.00 
    Total $307,573.20 

 
Por ende, se condena al demandado, a pagar a la parte actora, en 

representación de su hija menor de edad, la cantidad de $307,573.20 (trescientos 
siete mil quinientos setenta y tres pesos 20/100 Moneda Nacional), por 

concepto de pensiones alimenticias retroactivas desde el mes de mayo del 2020 
dos mil veinte hasta el mes de octubre del 2023 dos mil veintitrés. 

Requiérase al demandado a fin de que realice el pago y en caso de no 
hacerlo así, procédase al embargo y depósito de los bienes de su propiedad de los 
no exceptuados de secuestro que basten a garantizar el monto de lo adeudado y 
con su producto páguese al acreedor, acorde a los artículos 498 y 500 del Código 
de Procedimientos Civiles, en relación al diverso 317 del Código Civil. 

 
4.6. Gastos y Costas. Procede atender lo dispuesto por los artículos 90 y 91 

del código de procedimientos civiles en vigor, respecto del pago de gastos y costas 
judiciales derivados del presente juicio, sin embargo, es importante hacer notar lo 
siguiente: 

 
Al resolver el amparo directo en revisión 7293/2017, la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió criterio en el sentido de que el artículo 
91 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León – interpretado 
de conformidad con el artículo 17 constitucional – sólo es aplicable a los juicios 
civiles, no así a los juicios familiares. 

 
Al respecto, la autoridad federal precisó que la condena en costas sí puede 

resultar acorde con la Constitución, siempre que las normas que prevén la condena 
en costas persigan un fin constitucionalmente válido. 

 
En tal sentido, se explicó que tratándose de las normas jurídicas que prevén 

la posibilidad de imponer una condena en costas a cargo de la parte litigante que 
no obtenga una resolución favorable o a cargo de quien fuere condenado de 
conformidad con la reclamación formulada en su contra, es factible establece que 
ese tipo de disposiciones tienen una doble finalidad, a saber: 

a) Una finalidad directa, que consiste en resarcir a la parte vencedora o que 
injustificadamente fue obligada a litigar del daño sufrido en su patrimonio a causa 
de un juicio que se vio forzado a seguir. Esto último, en atención a que no puede 
perderse de vista que en todo proceso judicial se generan una serie de gastos por 
su tramitación, tales como las copias, la preparación y desahogo de las pruebas, la 
contratación de peritos, los honorarios de los abogados, entre otros; por lo que las 
costas procesales encuentran justificación en el hecho de que quien no obtuvo un 
fallo favorable deberá de cubrir al vencedor el monto de tales erogaciones. 

 
b) Una finalidad indirecta, consistente en desincentivar en los gobernados el inicio 
y/o seguimiento de juicios ociosos, evidentemente injustificados o que tramitan a 
sabiendas de que no se tiene la titularidad de un derecho que justifique su 
substanciación. Lo anterior, pues basta atender a un argumento lógico para concluir 
que una persona que de antemano sabe (o puede establecer con un alto grado de 
probabilidad) que no obtendrá un fallo favorable, se abstendrá en mayor medida de 
promover un juicio cuando existe la posibilidad de ser condenada en costas que 
cuando no existe tal posibilidad, lo que incide necesariamente en el número de 
conflictos entre las partes y por lo tanto en la función esencial del Estado de impartir 
justicia en forma pronta y expedita. 

 

Se destacó que, por regla general las dos finalidades anteriores pueden 
considerarse como constitucionalmente válidas respecto a las normas que prevén 
la posibilidad de imponer una condena al pago de costas; sin embargo, existen 
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casos de excepción en los cuales esas finalidades son precisamente las que 
tornarían inconstitucional una norma que prevé el pago de costas. 

 
La primera sala expresó, que entre estos supuestos de excepción se ubican 

los procedimientos jurisdiccionales familiares, en los que no siempre es factible 
considerar que las normas que prevén la posibilidad de la imposición de una 
condena en costas persiguen un fin constitucionalmente válido, pues habrá casos 
en los que imponer una condena al pago de costas a la parte perdedora derivará en 
desincentivar a las partes litigantes la defensa jurisdiccional de derechos 
sustantivos propios o ajenos (como los de los menores) que incluso son reconocidos 
dentro de la propia Constitución y que son considerados de orden público e interés 
social. 

 
Esto, porque en materia familiar debe privilegiarse el derecho de acceso a la 

tutela judicial a fin de que mediante una autoridad jurisdiccional se preserven 
derechos familiares que están por encima de cualquier derecho estrictamente 
pecuniario como lo es el relativo al cobro de costas. 

 
Así, concluyó que el artículo 91 de la legislación procesal civil de Nuevo León, 

que prevé la condena al pago de costas, interpretado de conformidad con el texto 
del artículo 17 constitucional, pone en relieve que ese artículo de la legislación 
secundaria, en principio, es aplicable a los juicios que se substancien en materia 
civil; empero, no así a todos los litigios correspondientes a la materia familiar, ya 
que de aplicarse a esta última materia de forma indiscriminada implicaría desalentar 
el ejercicio o defensa de esos derechos en un juicio; esto último, en clara 
contravención a la garantía de acceso a la justicia prevista en el artículo 17 de la 
Constitución. 

 
Entonces, atendiendo y adoptando esas consideraciones emitidas por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el suscrito Secretario 
en funciones de Juez estima que la condena al pago de costas previsto en la 
legislación procesal civil del Estado, tampoco es aplicable al caso concreto que 
versa sobre la acción de investigación de la filiación y reconocimiento de 
paternidad, ya que al verse implicados derechos de una menor, cuya atención es 
de orden público, es menester imponer la promoción e impulso del ejercicio de este 
tipo de acciones, de manera que la imposición al pago de costas al vencido, 
desalientan su ejercicio o la defensa de esos derechos en un juicio. 

Por consiguiente, en la especie justiciable no es dable imponer una condena 
en gastos y costas a ninguno de los contendientes y, en todo caso, cada parte 
deberá soportar las que hubieren erogado con motivo de la tramitación de este 
asunto. 

 
4. Resolutivos: 

 
Primero: Se declara fundada la acción promovida por ********** dentro del 

juicio ordinario civil sobre reconocimiento de paternidad respecto de la 
niña**********, representada por su tutor provisional, el licenciado **********, en 
contra de **********, el **********, tramitado bajo el expediente **********/**********. En 
consecuencia: 

 
Segundo: Se declara que**********, es el padre biológico de la niña que 

actualmente lleva por nombre**********. 
 

Tercero: Se ordena la modificación del acta de nacimiento de la niña 
**********, para el efecto de que se asiente como nombre de su padre el de **********, 
consiguientemente deberán variarse el apellido de la registrada (**********) para 
establecer como apellido paterno ********** y como su apellido materno **********, 
quedando como nombre de la niña el de**********, (atendiendo a lo dispuesto por el 
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artículo 25 Bis I del Código Civil en vigor en la Entidad); asimismo, se asiente como 
nombre de sus abuelos paternos **********y **********. 

 
En el entendido de que las demás circunstancias consignadas en dicha acta 

son correctas y deberán prevalecer y que los datos de la referida partida de 
nacimiento son los siguientes: Acta número **********, libro **********, de fecha 
**********de**********del**********, levantada por el Oficial ********** del Registro Civil 
con residencia en **********, Nuevo León. 

Cuarto: Una vez que cause ejecutoria la presente resolución, gírese atento 
oficio al Oficial ********** del Registro Civil con residencial en el municipio de 
**********, Nuevo León y al **********, a efecto de que se proceda con la modificación 
del acta de nacimiento de la menor**********, en los términos antes indicados. 

 
En la inteligencia de que al oficio de referencia deberá acompañarse copia 

certificada de la presente sentencia, así como del auto o en su caso de la resolución 
que la declare ejecutoriada. 

 
Quinto: Se determina que la guarda y custodia de la niña **********, seguirá 

de la forma en que actualmente se viene dando; es decir, la niña afecta a la 
causa, continuará bajo la guarda y custodia de su madre, la parte actora del 
presente juicio. 

 
Sexto: Se condena a la parte demandada al pago de una pensión definitiva 

en favor de su menor hija, la cual corresponde a la cantidad equivalente a 2 dos 
veces el salario mínimo general diario vigente en el país, elevado al mes; y 

tomando en consideración que actualmente el salario mínimo vigente en la nación 
a $278.80 (doscientos setenta y ocho pesos 80/100 Moneda Nacional), la 
pensión fijada resulta en un total de $16,728.00 (dieciséis mil setecientos 
veintiocho pesos 00/100 Moneda Nacional) mensuales. 

Además, se incrementará conforme aumente el salario mínimo, acorde a lo 
establecido en el artículo 311 del Código Civil del Estado. 

 
Séptimo: Requiérase al demandado a fin de que en el acto mismo de la 

notificación del fallo, entregue la primera mensualidad de la pensión fijada, 
apercibido que en caso de no cumplir con el pago en la forma indicada, le serán 
embargados bienes que se acrediten como de su propiedad, suficientes a cubrir el 
monto adecuado y garantizar las pensiones alimentarias que se llegasen a adeudar. 

 
Octavo: La pensión ahora decretada sustituye la señalada en forma 

provisional en autos. 
 

Noveno: La pensión que se fija podrá modificarse, previo el procedimiento 
respectivo, para que se ajuste a las necesidades de la acreedora y a las 
posibilidades del obligado. 

 
Décimo: Se previene al señor **********, que cuando cambien sus 

circunstancias económicas, lo informe a este juzgado, dentro de 30 treinta días; de 
no hacerlo, se le impondrá una multa de 30 treinta unidades de medida de 
actualización. 

 
Décimo Primero: Se declara la improcedencia del concepto reclamado en el 

inciso “C” del apartado de prestaciones de su escrito de demanda, consistente en 
el pago de todos y cada uno de los gastos erogados por concepto de alimentos y 
ha dejado de recibir debido al incumplimiento del demandado de suministrar 
alimentos, lo anterior en virtud de lo señalado en la parte considerativa de la 
presente sentencia, por lo que la accionante tiene sus derechos a salvo a fin de que 
los haga valer en la vía y forma correspondiente. 
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Décimo Segundo: Se condena a **********, a pagar a la parte actora, en 
representación de su hija menor de edad, la cantidad de $307,573.20 (trescientos 
siete mil quinientos setenta y tres pesos 20/100 Moneda Nacional), por 
concepto de pensiones alimenticias retroactivas desde el mes de mayo del 2020 
dos mil veinte hasta el mes de octubre del 2023 dos mil veintitrés. 

Por lo cual, requiérase al demandado a fin de que realice el pago y en caso 
de no hacerlo así, procédase al embargo y depósito de los bienes de su propiedad 
de los no exceptuados de secuestro que basten a garantizar el monto de lo 
adeudado y con su producto páguese al acreedor, acorde a los artículos 498 y 500 
del Código de Procedimientos Civiles, en relación al diverso 317 del Código Civil. 

Décimo Tercero: Se declara que cada una de las partes deberá hacerse 
cargo de los gastos y costas que se originaron dentro de la tramitación del presente 

procedimiento. 
 

Notifíquese personalmente. Así definitivamente lo resuelve y firma la 
licenciada María Estrella Guadalupe Rodríguez Tamez, Juez Primero de lo Familiar 
del Primer Distrito Judicial del Estado, ante la fe del licenciado Miguel Ángel Robles 
Rodríguez, Secretario que autoriza. Doy fe. 

 
 

La anterior resolución se publicó en el Boletín Judicial número 8856 del día 27 del mes de junio del 
año 2025. Lo que se hace constar para los efectos del artículo 76 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Nuevo León. Conste. 

Licenciado Miguel Ángel Robles Rodríguez 
Secretario 

MR 
 
 
 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella información considerada 
legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de Nuevo León. 
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